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proceso político que está llevando la discapacidad al terreno donde
siempre hubo de estar: al campo abonado de la plena ciudadanía, de
los derechos, de la no discriminación, de la igualdad real de oportuni-
dades. En estos meses, se ha reformado el marco jurídico de la disca-
pacidad con importantes leyes –Ley de Igualdad de Oportunidades, Ley
de protección patrimonial, transposición de la directiva de no discrimi-
nación en el empleo-, que bien usadas en el futuro, servirán para avan-
zar en la plena equiparación de las personas con discapacidad. Nos
hemos dotado de instrumentos operativos, de acción directa (Plan de
Empleo, Plan de Accesibilidad, Plan de Acción, etc.), que vigilaremos
para extraer de ellos todas las potencialidades que encierran. Hemos
avanzado en la interlocución con los poderes públicos, con el Gobierno
de la Nación, con los grupos políticos y parlamentarios, hemos dado
pasos firmes en ese término tan noble de la democracia participativa,
de la democracia activa de los ciudadanos. La discapacidad, este Año
2003, ha adelantado puestos en las prioridades de la agenda política,
anticipo de lo que va seguir ocurriendo, y con más intensidad, en los
próximos meses y años. 
La situación de las personas con discapacidad es todavía tan proble-
mática, sus necesidades y demandas tan apremiantes, la respuesta que
éstas reciben por parte de la sociedad tan limitada, que lo peor que
podríamos hacer es incurrir en triunfalismos, en la cómoda falacia de
pensar que todo está resuelto o en proceso de resolverse. Nada más
lejos de la realidad; los problemas son tantos y tan insidiosos, que se
requerirá una gran ambición colectiva y el compromiso firme de todos,
sostenido en el tiempo, para que las personas con discapacidad adqui-
ramos la plena ciudadanía y liberemos el potencial que tenemos la obli-
gación de aportar a la comunidad a la que pertenecemos por derecho.
Al comienzo de 2003, el movimiento social de las personas con dis-
capacidad y sus familias articulado en torno al CERMI nos fijábamos
objetivos muy elevados, nos poníamos un listón muy alto en relación
con los resultados de un evento como el Año Europeo. El Año Europeo
2003 no podía ser, como tantas otras veces ocurrió en el pasado, una
ocasión de meras celebraciones, de actos más o menos festivos, sin
capacidad efectiva de transformar la realidad. Si hubiéramos reducido
el Año a esos estrechos límites, hubiésemos burlado nuestras mejores
esperanzas. En el designio del movimiento social de las personas con
discapacidad y sus familias, el Año Europeo debería constituir una
oportunidad para lograr o avanzar sustancialmente en dos clases de
propósitos. En primer término, debería servir para mentalizar a la socie-
dad sobre las personas con discapacidad y sus familias, sobre su reali-
dad diaria, sobre sus capacidades y sobre su potencial, inédito muchas
veces por causa de las restricciones, limitaciones y discriminaciones a
que se ven sometidas. Debería servir para desterrar prejuicios y estereo-
tipos que todavía falsean la percepción que la sociedad tiene de noso-
tros, las personas con discapacidad. En segundo lugar, había de servir
para sentar las bases de una nueva política de la discapacidad, para
abrir un proceso político irreversible que permitiera comenzar a reparar,
de modo definitivo, el déficit de ciudadanía del que aún adolecen las
personas con discapacidad y sus familias.
Pues bien, haciendo un apresurado balance, en ambas clases de
objetivos hemos avanzado este Año 2003. Podemos decir, que no ha
sido un Año meramente retórico. Como sector social, como grupo ciuda-
dano con singularidades, nos hemos hecho más presentes, la percep-
ción que la sociedad tiene de nosotros se ha hecho progresivamente
más normalizada. De igual modo, hemos dado entre todos inicio a un
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Pero lo cierto es que el proceso está en marcha, que resulta imparable y
que nosotros, las personas con discapacidad, las familias y las organi-
zaciones en las que nos agrupamos, gobernamos ese proceso; lo cierto
es que el proceso está en nuestras manos, que las riendas nos pertene-
cen y que no vamos a dejar que nos las arrebaten.  
El éxito del Año Europeo dependerá esencialmente de la medida en
que logre generar resultados duraderos después de su clausura.
Afianzar y ensanchar esos resultados es la tarea a la que desde ya
mismo, como movimiento social de la discapacidad, nos aplicaremos. 
Mario García Sánchez
Presidente del CERMI Estatal 
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igualdad de las personas sean reales y efectivas, removiendo los obstá-
culos que impidan o dificulten su plenitud y facilitando su participa-
ción en la vida política, cultural y social, así como el artículo 10 de la
Constitución, de los derechos y deberes fundamentales, que establece
la dignidad de la persona como fundamento del orden político y de la
paz social. En congruencia con estos preceptos la Carta Magna, en su
artículo 49, refiriéndose a las personas con discapacidad, ordena a los
poderes públicos que presten la atención especializada que requieran y
el amparo especial para el disfrute de sus derechos.
Estos derechos y libertades enunciados constituyen hoy uno de los
ejes esenciales en la actuación sobre la discapacidad. Los poderes
públicos deben asegurar que las personas con discapacidad puedan
disfrutar del conjunto de todos los derechos humanos: civiles, sociales,
económicos y culturales.
Transcurridos más de veinte años desde la promulgación de la Ley
de Integración Social de los Minusválidos, sin poner en cuestión su
vigencia, se considera necesario promulgar otra norma legal, que la
complemente y que sirva de renovado impulso a las políticas de equipa-
ración de las personas con discapacidad. Dos razones justifican esta
nueva ley: la persistencia en la sociedad de desigualdades, pese a las
inequívocas proclamaciones constitucionales y al meritorio esfuerzo
hecho a partir de aquella ley, y, lo que es más importante todavía, los
cambios operados en la manera de entender el fenómeno de la "disca-
pacidad" y, consecuentemente, la aparición de nuevos enfoques y estra-
tegias: hoy es sabido que las desventajas que presenta una persona con
discapacidad tienen su origen en sus dificultades personales, pero tam-
bién y sobre todo en los obstáculos y condiciones limitativas que en la
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LEY 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no dis-
criminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 
JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar
la siguiente ley.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I.
En España, según la encuesta sobre discapacidades, deficiencias y
estado de salud (Instituto Nacional de Estadística, 1999), hay en torno
a 3,5 millones de personas con alguna discapacidad.
Las personas con discapacidad constituyen un sector de población
heterogéneo, pero todas tienen en común que, en mayor o menor medi-
da, precisan de garantías suplementarias para vivir con plenitud de
derechos o para participar en igualdad de condiciones que el resto de
ciudadanos en la vida económica, social y cultural del país.
La Constitución Española, en su artículo 14, reconoce la igualdad
ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna. A su vez, el
artículo 9.2 de la Ley Fundamental establece que corresponde a los
poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la
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El artículo 13 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea
habilita al Consejo para "adoptar acciones adecuadas para luchar contra
la discriminación por motivos de sexo, de origen racial o étnico, religión
o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual". En desarrollo
de esta competencia se han adoptado una serie de directivas, tales
como la Directiva 2000/43/CE, que se ocupa del principio de igualdad
de trato y no discriminación de las personas por motivo de su origen
racial o étnico, la Directiva 2000/78/CE para la igualdad de trato en el
empleo y la ocupación por motivos de religión o convicciones, de disca-
pacidad, de edad o de orientación sexual, y la Directiva 2002/73/CE
para la igualdad entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso
al empleo, a la formación y a la promoción profesionales y a las condi-
ciones de trabajo.
El concepto de accesibilidad, por su parte, está en su origen muy
unido al movimiento promovido por algunas organizaciones de perso-
nas con discapacidad, organismos internacionales y expertos en favor
del modelo de "vida independiente", que defiende una participación
más activa de estas personas en la comunidad sobre unas bases nue-
vas: como ciudadanos titulares de derechos; sujetos activos que ejer-
cen el derecho a tomar decisiones sobre su propia existencia y no
meros pacientes o beneficiarios de decisiones ajenas; como personas
que tienen especiales dificultades para satisfacer unas necesidades
que son normales, más que personas especiales con necesidades dife-
rentes al resto de sus conciudadanos y como ciudadanos que para
atender esas necesidades demandan apoyos personales, pero también
modificaciones en los entornos que erradiquen aquellos obstáculos
que les impiden su plena participación.
propia sociedad, concebida con arreglo al patrón de la persona media,
se oponen a la plena participación de estos ciudadanos.
Siendo esto así, es preciso diseñar y poner en marcha estrategias de
intervención que operen simultáneamente sobre las condiciones perso-
nales y sobre las condiciones ambientales.
En esta perspectiva se mueven dos estrategias de intervención relati-
vamente nuevas y que desde orígenes distintos van, sin embargo, con-
vergiendo progresivamente. Se trata de la estrategia de "lucha contra la
discriminación" y la de "accesibilidad universal".
La estrategia de lucha contra la discriminación se inscribe en la
larga marcha de algunas minorías por lograr la igualdad de trato y por el
derecho a la igualdad de oportunidades.
En el ámbito internacional existe una gran sensibilidad en torno a la
igualdad de oportunidades y a la no discriminación por cualquier condi-
ción o circunstancia personal o social. Así, la Organización de Naciones
Unidas (ONU), el Consejo de Europa y la Unión Europea, entre otras
organizaciones internacionales, trabajan en estos momentos en la pre-
paración de documentos programáticos o jurídicos sobre la protección
de los derechos de las personas con discapacidad. La Unión Europea y
el Consejo de Europa, en concreto, reconocen respectivamente el dere-
cho de todas las personas a la igualdad ante la ley y a la protección con-
tra la discriminación tanto en la Carta de los Derechos Fundamentales
de la Unión Europea como en el Convenio Europeo para la Protección
de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.
12 13
I. LEY 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, 
no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. Nueva legislación sobre discapacidad en España
Libro CERMI_9_Ok  2/2/04  11:04  Página 12
II.
La ley se estructura en tres capítulos, cuatro disposiciones adiciona-
les y trece disposiciones finales.
En el capítulo I se recogen las disposiciones generales de la ley que
se refieren a su objeto, quiénes son los titulares de los derechos y los
principios que la inspiran, deteniéndose en la definición de una serie
de conceptos cuya explicación resulta imprescindible en aras de garan-
tizar una adecuada interpretación de la ley y de salvaguardar el princi-
pio de seguridad jurídica.
Es preciso señalar en este primer capítulo la definición de "igualdad
de oportunidades" como el resultado de sumar la ausencia de discrimi-
nación con las medidas de acción positiva.
Por último, contiene los ámbitos en los que son aplicables las medidas
de garantía. La ley ha procurado, siguiendo las tendencias internacionales
más actuales, fijar los ámbitos materiales más relevantes para garantizar
la igualdad de oportunidades de los ciudadanos con alguna discapacidad.
El capítulo II incluye el establecimiento de medidas para garantizar
que el derecho a la igualdad de oportunidades sea efectivo. Se tipifi-
can, sin desarrollar su alcance, las grandes categorías de esas medidas.
En efecto, una parte relevante de este capítulo recoge el compromi-
so de desarrollar la normativa básica de equiparación y qué tipo de dis-
posiciones se han de contemplar en esa normativa. Se autoriza al
Gobierno para ese desarrollo progresivo, que hay que poner en conexión
con las fases y calendario recogidos en las disposiciones finales.
El movimiento en favor de una vida independiente demandó en un
primer momento entornos más practicables. Posteriormente, de este
concepto de eliminar barreras físicas se pasó a demandar "diseño para
todos", y no sólo de los entornos, reivindicando finalmente la "accesibi-
lidad universal" como condición que deben cumplir los entornos, pro-
ductos y servicios para que sean comprensibles, utilizables y practica-
bles por todas las personas.
La no accesibilidad de los entornos, productos y servicios constituye,
sin duda, una forma sutil pero muy eficaz de discriminación, de discri-
minación indirecta en este caso, pues genera una desventaja cierta a las
personas con discapacidad en relación con aquellas que no lo son, al
igual que ocurre cuando una norma, criterio o práctica trata menos favo-
rablemente a una persona con discapacidad que a otra que no lo es.
Convergen así las corrientes de accesibilidad y de no discriminación.
Pues bien, en esta ley se recogen estas dos nuevas corrientes y con-
fluyen con la ya antigua pero vigente LISMI, que desarrolló sobre todo
medidas de acción positiva. No discriminación, acción positiva y acce-
sibilidad universal constituyen la trama sobre la que se ha dispuesto un
conjunto de disposiciones que persiguen con nuevos medios un objetivo
ya conocido: garantizar y reconocer el derecho de las personas con dis-
capacidad a la igualdad de oportunidades en todos los ámbitos de la
vida política, económica, cultural y social.
Es de notar que la ley se aprueba coincidiendo en el tiempo con el Año
Europeo de las Personas con Discapacidad, por lo que constituye una de
las aportaciones más significativas de la sociedad española al esfuerzo
colectivo de emancipación histórica de las personas con discapacidad.
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Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, para el establecimiento
del derecho a excedencia por cuidado de un familiar que no pueda
valerse por sí mismo y no realice actividad remunerada, entre otros, por
motivos de discapacidad.
La disposición adicional segunda modifica la Ley 30/1984, de 2 de
agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, en el mismo
sentido que el expuesto en el párrafo anterior.
La disposición adicional tercera modifica la Ley 49/1960, de 21 de
julio, de Propiedad Horizontal, para obligar a la comunidad de propieta-
rios a la realización de obras de accesibilidad en elementos comunes a
favor de personas con discapacidad, y con el límite de que tales no
excedan del importe de tres mensualidades; en caso contrario, única-
mente serán exigibles si han sido aprobadas por acuerdo con la mayoría
correspondiente.
La disposición adicional cuarta modifica la disposición adicional
sexta de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de medidas fiscales,
administrativas y del orden social, en relación con la supresión de la
disminución de la capacidad de trabajo en la determinación de grado
míni mo de minusvalía concerniente a las medidas de fomento del
empleo y las modalidades de contratación.
El texto, para garantizar el establecimiento de las medidas determi-
nadas por esta ley, contiene en las disposiciones finales mandatos
explícitos de desarrollo y aplicación en fases y tiempos.
El capítulo III instituye una serie de medidas para llevar a cabo una
política de equiparación, más allá de las que se reconocen en el capítu-
lo II. Estas medidas son básicamente de dos tipos: de fomento y de
defensa.
El fomento contempla medidas de sensibilización, de fomento del
desarrollo tecnológico y fondos para el desarrollo conjunto con otras
Administraciones de proyectos innovadores, que se articularán y desarro-
llarán mediante planes estatales de accesibilidad y de no discriminación.
Entre las medidas de defensa, por su sencillez, rapidez y comodidad
para las partes, se potencia el recurso al arbitraje para dirimir la resolu-
ción de conflictos que puedan surgir.
Las personas que hayan sufrido discriminación basada en la disca-
pacidad han de disponer de una protección judicial adecuada que con-
temple la adopción de las medidas necesarias para poner fin a la vulne-
ración del derecho y restablecer al perjudicado en el ejercicio de aquél.
Con esta misma finalidad de asegurar un nivel de protección más
efectivo, se legitima a las personas jurídicas que estén legalmente habi-
litadas para la defensa de los derechos e intereses legítimos colectivos
para que puedan intervenir en procesos en nombre del demandante y
con su consentimiento.
La disposición adicional primera recoge la modificación del texto
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real
16 17
I. LEY 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, 
no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. Nueva legislación sobre discapacidad en España
Libro CERMI_9_Ok  2/2/04  11:04  Página 16
Artículo 2. Principios.
Esta ley se inspira en los principios de vida independiente, normali-
zación, accesibilidad universal, diseño para todos, diálogo civil y trans-
versalidad de las políticas en materia de discapacidad.
A estos efectos, se entiende por:
a) Vida independiente: la situación en la que la persona con discapa-
cidad ejerce el poder de decisión sobre su propia existencia y participa
activamente en la vida de su comunidad, conforme al derecho al libre
desarrollo de la personalidad.
b) Normalización: el principio en virtud del cual las personas con
discapacidad deben poder llevar una vida normal, accediendo a los mis-
mos lugares, ámbitos, bienes y servicios que están a disposición de
cualquier otra persona.
c) Accesibilidad universal: la condición que deben cumplir los entor-
nos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o ins-
trumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utiliza-
bles y practicables por todas las personas en condiciones de seguridad
y comodidad y de la forma más autónoma y natural posible. Presupone
la estrategia de "diseño para todos" y se entiende sin perjuicio de los
ajustes razonables que deban adoptarse.
d) Diseño para todos: la actividad por la que se concibe o proyecta,
desde el origen, y siempre que ello sea posible, entornos, procesos, bie-
nes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herra-
mientas, de tal forma que puedan ser utilizados por todas las personas,
en la mayor extensión posible.
CAPÍTULO I
Disposiciones generales
Artículo 1. Objeto de la ley.
1. Esta ley tiene por objeto establecer medidas para garantizar y
hacer efectivo el derecho a la igualdad de oportunidades de las perso-
nas con discapacidad, conforme a los artículos 9.2, 10, 14 y 49 de la
Constitución.
A estos efectos, se entiende por igualdad de oportunidades la ausen-
cia de discriminación, directa o indirecta, que tenga su causa en una
discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva
orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con dis-
capacidad para participar plenamente en la vida política, económica,
cultural y social.
2. A los efectos de esta ley, tendrán la consideración de personas
con discapacidad aquéllas a quienes se les haya reconocido un grado
de minusvalía igual o superior al 33 por ciento. En todo caso, se consi-
derarán afectados por una minusvalía en grado igual o superior al 33
por ciento los pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconoci-
da una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, abso-
luta o gran invalidez, y a los pensionistas de clases pasivas que tengan
reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad per-
manente para el servicio o inutilidad.
La acreditación del grado de minusvalía se realizará en los términos
establecidos reglamentariamente y tendrá validez en todo el territorio
nacional.
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torio a lo dispuesto en la legislación específica de medidas para la apli-
cación del principio de igualdad de trato en el empleo y la ocupación.
CAPÍTULO II
Igualdad de oportunidades
Artículo 4. Vulneración del derecho a la igualdad de oportunidades.
Se entenderá que se vulnera el derecho a la igualdad de oportunida-
des de las personas con discapacidad cuando se produzcan discrimina-
ciones directas o indirectas, acosos, incumplimientos de las exigencias
de accesibilidad y de realizar ajustes razonables, así como el incumpli-
miento de las medidas de acción positiva legalmente establecidas.
Artículo 5. Garantías del derecho a la igualdad de oportunidades.
Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades a
las personas con discapacidad, los poderes públicos establecerán medi-
das contra la discriminación y medidas de acción positiva.
Artículo 6. Medidas contra la discriminación.
1. Se consideran medidas contra la discriminación aquellas que ten-
gan como finalidad prevenir o corregir que una persona con discapaci-
dad sea tratada de una manera directa o indirecta menos favorablemen-
te que otra que no lo sea, en una situación análoga o comparable.
2. Se entenderá que existe discriminación indirecta cuando una dis-
posición legal o reglamentaria, una cláusula convencional o contrac-
tual, un pacto individual, una decisión unilateral o un criterio o prácti-
ca, o bien un entorno, producto o servicio, aparentemente neutros, pue-
dan ocasionar una desventaja particular a una persona respecto de
otras por razón de discapacidad, siempre que objetivamente no respon-
e) Diálogo civil: el principio en virtud del cual las organizaciones
representativas de personas con discapacidad y de sus familias partici-
pan, en los términos que establecen las leyes y demás disposiciones
normativas, en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de
las políticas oficiales que se desarrollan en la esfera de las personas
con discapacidad.
f) Transversalidad de las políticas en materia de discapacidad, el
principio en virtud del cual las actuaciones que desarrollan las
Administraciones públicas no se limitan únicamente a planes, progra-
mas y acciones específicos, pensados exclusivamente para estas perso-
nas, sino que comprenden las políticas y líneas de acción de carácter
general en cualquiera de los ámbitos de actuación pública, en donde se
tendrán en cuenta las necesidades y demandas de las personas con dis-
capacidad.
Artículo 3. Ámbito de aplicación.
De acuerdo con el principio de transversalidad de las políticas en
materia de discapacidad, esta ley se aplicará en los siguientes ámbitos:
a) Telecomunicaciones y sociedad de la información.
b) Espacios públicos urbanizados, infraestructuras y edificación.
c) Transportes.
d) Bienes y servicios a disposición del público.
e) Relaciones con las Administraciones públicas.
La garantía y efectividad del derecho a la igualdad de oportunidades
de las personas con discapacidad en el ámbito del empleo y la ocupa-
ción, se regirá por lo establecido en esta ley que tendrá carácter suple-
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características de la persona, entidad u organización que ha de ponerla
en práctica y la posibilidad que tenga de obtener financiación oficial o
cualquier otra ayuda.
A este fin, las Administraciones públicas competentes podrán esta-
blecer un régimen de ayudas públicas para contribuir a sufragar los cos-
tes derivados de la obligación de realizar ajustes razonables.
Las discrepancias entre el solicitante del ajuste razonable y el sujeto
obligado podrán ser resueltas a través del sistema de arbitraje previsto
en el artículo 17, de esta ley, sin perjuicio de la protección administra-
tiva o judicial que en cada caso proceda.
Artículo 8. Medidas de acción positiva.
1. Se consideran medidas de acción positiva aquellos apoyos de
carácter específico destinados a prevenir o compensar las desventajas o
especiales dificultades que tienen las personas con discapacidad en la
incorporación y participación plena en los ámbitos de la vida política,
económica, cultural y social, atendiendo a los diferentes tipos y grados
de discapacidad.
2. Los poderes públicos adoptarán las medidas de acción positiva
suplementarias para aquellas personas con discapacidad que objetiva-
mente sufren un mayor grado de discriminación o presentan menor igual-
dad de oportunidades, como son las mujeres con discapacidad, las perso-
nas con discapacidad severamente afectadas, las personas con discapaci-
dad que no pueden representarse a sí mismas o las que padecen una más
acusada exclusión social por razón de su discapacidad, así como las per-
sonas con discapacidad que viven habitualmente en el ámbito rural.
dan a una finalidad legítima y que los medios para la consecución de
esta finalidad no sean adecuados y necesarios.
Artículo 7. Contenido de las medidas contra la discriminación.
Las medidas contra la discriminación podrán consistir en prohibición
de conductas discriminatorias y de acoso, exigencias de accesibilidad y
exigencias de eliminación de obstáculos y de realizar ajustes razonables.
A estos efectos, se entiende por:
a) Conducta de acoso: toda conducta relacionada con la discapaci-
dad de una persona, que tenga como objetivo o consecuencia atentar
contra su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante,
humillante u ofensivo.
b) Exigencias de accesibilidad: los requisitos que deben cumplir los
entornos, productos y servicios, así como las condiciones de no discri-
minación en normas, criterios y prácticas, con arreglo a los principios
de accesibilidad universal de diseño para todos.
c) Ajuste razonable: las medidas de adecuación del ambiente físico,
social y actitudinal a las necesidades específicas de las personas con
discapacidad que, de forma eficaz y práctica y sin que suponga una
carga desproporcionada, faciliten la accesibilidad o participación de
una persona con discapacidad en igualdad de condiciones que el resto
de los ciudadanos.
Para determinar si una carga es o no proporcionada se tendrán en
cuenta los costes de la medida, los efectos discriminatorios que supon-
ga para las personas con discapacidad su no adopción, la estructura y
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Dicha regulación será gradual en el tiempo y en el alcance y conteni-
do de las obligaciones impuestas, y abarcará a todos los ámbitos y áreas
de las enumeradas en el capítulo I.
2. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación esta-
blecerán, para cada ámbito o área, medidas concretas para prevenir o
suprimir discriminaciones, y para compensar desventajas o dificultades.
Se incluirán disposiciones sobre, al menos, los siguientes aspectos:
a) Exigencias de accesibilidad de los edificios y entornos, de los ins-
trumentos, equipos y tecnologías, y de los bienes y productos utilizados
en el sector o área. En particular, la supresión de barreras a las instala-
ciones y la adaptación de equipos e instrumentos.
b) Condiciones más favorables en el acceso, participación y utiliza-
ción de los recursos de cada ámbito o área y condiciones de no discri-
minación en normas, criterios y prácticas.
c) Apoyos complementarios, tales como ayudas económicas, tecno-
lógicas de apoyo, servicios o tratamientos especializados y otros servi-
cios personales. En particular, ayudas y servicios auxiliares para la
comunicación, como sistemas aumentativos y alternativos, sistemas de
apoyos a la comunicación oral y lengua de signos u otros dispositivos
que permitan la comunicación.
d) La adopción de normas internas en las empresas o centros que
promuevan y estimulen la eliminación de desventajas o situaciones
generales de discriminación a las personas con discapacidad.
3. Asimismo, en el marco de la política oficial de protección a la
familia, los poderes públicos adoptarán medidas especiales de acción
positiva respecto de las familias alguno de cuyos miembros sea una
persona con discapacidad.
Artículo 9. Contenido de las medidas de acción positiva.
1. Las medidas de acción positiva podrán consistir en apoyos com-
plementarios y normas, criterios y prácticas más favorables. Los apoyos
complementarios podrán ser ayudas económicas, ayudas técnicas, asis-
tencia personal, servicios especializados y ayudas y servicios auxiliares
para la comunicación.
Dichas medidas tendrán naturaleza de mínimos, sin perjuicio de las
medidas que puedan establecer las comunidades autónomas en el
ámbito de sus competencias.
2. En particular, las Administraciones públicas garantizarán que las
ayudas y subvenciones públicas promuevan la efectividad del derecho a
la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, así
como las personas con discapacidad que viven habitualmente en el
ámbito rural.
Artículo 10. Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación.
1. El Gobierno, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las
comunidades autónomas y a las corporaciones locales, regulará unas
condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación que garanti-
cen unos mismos niveles de igualdad de oportunidades a todos los ciu-
dadanos con discapacidad.
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cuantas otras sean necesarias para la promoción de la igualdad de opor-
tunidades y la no discriminación.
Artículo 13. Medidas para fomentar la calidad.
Las Administraciones públicas adecuarán sus planes de calidad para
asegurar la igualdad de oportunidades a los ciudadanos con discapaci-
dad. Para ello, incluirán en ellos normas uniformes mínimas de no dis-
criminación y de accesibilidad, y desarrollarán indicadores de calidad y
guías de buenas prácticas.
Artículo 14. Medidas de innovación y desarrollo de normas técnicas.
1. Las Administraciones públicas fomentarán la innovación en todos
los aspectos relacionados con la calidad de vida de las personas con
discapacidad. Para ello, promoverán la investigación en las áreas rela-
cionadas con la discapacidad en los planes de investigación, desarrollo
e innovación (I+D+I).
2. Asimismo, facilitarán y apoyarán el desarrollo de normativa técni-
ca, así como la revisión de la existente, de forma que asegure la no dis-
criminación en procesos, diseños y desarrollos de tecnologías, produc-
tos, servicios y bienes, en colaboración con las entidades y organizacio-
nes de normalización y certificación y todos los agentes implicados.
Artículo 15. Participación de las organizaciones representativas de
las personas con discapacidad y sus familias.
1. Las personas con discapacidad y sus familias, a través de sus
organizaciones representativas, participarán en la preparación, elabora-
ción y adopción de las decisiones que les conciernen, siendo obligación
de las Administraciones públicas en la esfera de sus respectivas com-
e) Planes y calendario para la implantación de las exigencias de
accesibilidad y para el establecimiento de las condiciones más favora-
bles y de no discriminación.
f) Medios y recursos humanos y materiales para la promoción de la
accesibilidad y la no discriminación en el ámbito de que se trate.
3. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación se
establecerán teniendo en cuenta a los diferentes tipos y grados de dis-
capacidad que deberán orientar tanto el diseño inicial como los ajustes
razonables de los entornos, productos y servicios de cada ámbito de
aplicación de la ley.
CAPÍTULO III
Fomento y defensa
Artículo 11. Medidas de fomento y defensa.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias,
promoverán y facilitarán el desarrollo de medidas de fomento y de ins-
trumentos y mecanismos de protección jurídica para llevar a cabo una
política de igualdad de oportunidades, mediante la adopción de las
medidas necesarias para que se supriman las disposiciones normativas
y las prácticas contrarias a la igualdad de oportunidades y el estableci-
miento de medidas para evitar cualquier forma de discriminación por
causa de discapacidad.
SECCIÓN 1.ª MEDIDAS DE FOMENTO
Artículo 12. Medidas de sensibilización y formación.
Las Administraciones públicas desarrollarán y promoverán activida-
des de información, campañas de sensibilización, acciones formativas y
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Artículo 16. Planes y programas de accesibilidad y para la no discri-
minación.
La Administración General del Estado promoverá, en colaboración
con otras Administraciones públicas y con las organizaciones represen-
tativas de las personas con discapacidad y sus familias, la elaboración,
desarrollo y ejecución de planes y programas en materia de accesibili-
dad y no discriminación.
SECCIÓN 2.ª MEDIDAS DE DEFENSA
Artículo 17. Arbitraje.
1. Previa audiencia de los sectores interesados y de las organizacio-
nes representativas de las personas con discapacidad y sus familias, el
Gobierno establecerá un sistema arbitral que, sin formalidades especia-
les, atienda y resuelva con carácter vinculante y ejecutivo para ambas
partes, las quejas o reclamaciones de las personas con discapacidad en
materia de igualdad de oportunidades y no discriminación, siempre que
no existan indicios racionales de delito, todo ello sin perjuicio de la pro-
tección administrativa y judicial que en cada caso proceda.
2. El sometimiento de las partes al sistema arbitral será voluntario y
deberá constar expresamente por escrito.
3. Los órganos de arbitraje estarán integrados por representantes de
los sectores interesados, de las organizaciones representativas de las
personas con discapacidad y sus familias y de las Administraciones
públicas dentro del ámbito de sus competencias.
Artículo 18. Tutela judicial y protección contra las represalias.
1. La tutela judicial del derecho a la igualdad de oportunidades de
petencias promover las condiciones para asegurar que esta participa-
ción sea real y efectiva. De igual modo, se promoverá su presencia per-
manente en los órganos de las Administraciones públicas, de carácter
participativo y consultivo, cuyas funciones estén directamente relacio-
nadas con materias que tengan incidencia en esferas de interés prefe-
rente para personas con discapacidad y sus familias.
2. Las Administraciones públicas promoverán y facilitarán el desa-
rrollo de las asociaciones y demás entidades en que se agrupan las per-
sonas con discapacidad y sus familias. Asimismo, ofrecerán apoyo
financiero y técnico para el desarrollo de sus actividades y podrán esta-
blecer convenios para el desarrollo de programas de interés social.
3. El Consejo Nacional de la Discapacidad es el órgano colegiado
interministerial de carácter consultivo, adscrito al Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales, en el que se institucionaliza la colaboración entre
las organizaciones representativas de las personas con discapacidad y
sus familias y la Administración General del Estado, con el objeto de
coordinar y definir una política coherente de atención integral a este
grupo ciudadano.
En particular, corresponderá al Consejo Nacional de la Discapacidad
la promoción de la igualdad de oportunidades y no discriminación de
las personas con discapacidad, a cuyo efecto se constituirá en su seno
una oficina permanente especializada, con la que colaborarán las aso-
ciaciones de utilidad pública más representativas de las personas con
discapacidad y sus familias.
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discriminación directa o indirecta por razón de discapacidad, el juez o
tribunal, tras la apreciación de los mismos, teniendo presente la dispo-
nibilidad y facilidad probatoria que corresponde a cada una de las par-
tes del litigio y el principio procesal de igualdad de partes, podrá exigir
al demandado la aportación de una justificación objetiva y razonable,
de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad.
2. Lo establecido en el apartado anterior no es de aplicación a los
procesos penales ni a los contencioso administrativos interpuestos con-
tra resoluciones sancionadoras.
Disposición adicional primera. Modificación del Estatuto de los
Trabajadores.
El segundo párrafo del artículo 46.3 del texto refundido de la Ley del
Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo, en la redacción dada por la Ley 39/1999, de
5 de noviembre, queda redactado de la siguiente manera:
"También tendrán derecho a un período de excedencia, de duración
no superior a un año, salvo que se establezca una duración mayor por
negociación colectiva, los trabajadores para atender al cuidado de un
familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por
razones de edad, accidente, enfermedad o discapacidad no pueda
valerse por sí mismo, y no desempeñe actividad retribuida."
Disposición adicional segunda. Modificación de la Ley de Medidas
para la Reforma de la Función Pública.
las personas con discapacidad comprenderá la adopción de todas las
medidas que sean necesarias para poner fin a la violación del derecho y
prevenir violaciones ulteriores, así como para restablecer al perjudicado
en el ejercicio pleno de su derecho.
2. La indemnización o reparación a que pueda dar lugar la reclama-
ción correspondiente no estará limitada por un tope máximo fijado a
priori. La indemnización por daño moral procederá aun cuando no exis-
tan perjuicios de carácter económico y se valorará atendiendo a las cir-
cunstancias de la infracción y a la gravedad de la lesión.
3. Se adoptarán las medidas que sean necesarias para proteger a las
personas físicas o jurídicas contra cualquier trato adverso o consecuen-
cia negativa que pueda producirse como reacción ante una reclamación
o ante un procedimiento destinado a exigir el cumplimiento del princi-
pio de igualdad de oportunidades.
Artículo 19. Legitimación.
Sin perjuicio de la legitimación individual de las personas afectadas,
las personas jurídicas legalmente habilitadas para la defensa de los
derechos e intereses legítimos colectivos podrán actuar en un proceso
en nombre e interés de las personas que así lo autoricen, con la finali-
dad de hacer efectivo el derecho de igualdad de oportunidades, defen-
diendo sus derechos individuales y recayendo en dichas personas los
efectos de aquella actuación.
Artículo 20. Criterios especiales sobre la prueba de hechos relevantes.
1. En aquellos procesos jurisdiccionales en los que de las alegacio-
nes de la parte actora se deduzca la existencia de graves indicios de
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3. Los propietarios que se opongan o demoren injustificadamente la
ejecución de las órdenes dictadas por la autoridad competente respon-
derán individualmente de las sanciones que puedan imponerse en vía
administrativa.
4. En caso de discrepancia sobre la naturaleza de las obras a realizar
resolverá lo procedente la junta de propietarios. También podrán los
interesados solicitar arbitraje o dictamen técnico en los términos esta-
blecidos en la ley.
5. Al pago de los gastos derivados de la realización de las obras de
conservación y accesibilidad a que se refiere el presente artículo estará
afecto el piso o local en los mismos términos y condiciones que los
establecidos en el artículo 9 para los gastos generales."
2. El artículo 11 de la Ley 49/1960, de 21 de julio, por la que se
regula la Propiedad Horizontal, queda redactado de la siguiente manera:
"1. Ningún propietario podrá exigir nuevas instalaciones, servicios o
mejoras no requeridos para la adecuada conservación, habitabilidad,
seguridad y accesibilidad del inmueble, según su naturaleza y caracte-
rísticas.
2. Cuando se adopten válidamente acuerdos para realizar innovacio-
nes no exigibles a tenor del apartado anterior y cuya cuota de instala-
ción exceda del importe de tres mensualidades ordinarias de gastos
comunes, el disidente no resultará obligado, ni se modificará su cuota,
incluso en el caso de que no pueda privársele de la mejora o ventaja.
El segundo párrafo del artículo 29.4 de la Ley 30/1984, de 2 de
agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, queda
redactado de la siguiente manera:
"También tendrán derecho a un período de excedencia, de duración
no superior a un año, los funcionarios para atender al cuidado de un
familiar que se encuentre a su cargo, hasta el segundo grado inclusive
de consanguinidad o afinidad, que, por razones de edad, accidente,
enfermedad o discapacidad, no pueda valerse por sí mismo y no desem-
peñe actividad retribuida."
Disposición adicional tercera. Modificación de la Ley de Propiedad
Horizontal.
1. El artículo 10 de la Ley 49/1960, de 21 de julio, por la que se regula la
Propiedad Horizontal, queda redactado de la siguiente manera:
"1. Será obligación de la comunidad la realización de las obras nece-
sarias para el adecuado sostenimiento y conservación del inmueble y de
sus servicios, de modo que reúna las debidas condiciones estructurales,
de estanqueidad, habitabilidad, accesibilidad y seguridad.
2. Asimismo, la comunidad, a instancia de los propietarios en cuya
vivienda vivan, trabajen o presten sus servicios altruistas o voluntarios
personas con discapacidad, o mayores de setenta años, vendrá obligada
a realizar las obras de accesibilidad que sean necesarias para un uso
adecuado a su discapacidad de los elementos comunes, o para la insta-
lación de dispositivos mecánicos y electrónicos que favorezcan su
comunicación con el exterior, cuyo importe total no exceda de tres men-
sualidades ordinarias de gastos comunes.
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estatutos, requerirá el voto favorable de las tres quintas partes del total
de los propietarios que, a su vez, representen las tres quintas partes de
las cuotas de participación. El arrendamiento de elementos comunes
que no tenga asignado un uso específico en el inmueble requerirá igual-
mente el voto favorable de las tres quintas partes del total de los pro-
pietarios que, a su vez, representen las tres quintas partes de las cuotas
de participación, así como el consentimiento del propietario directa-
mente afectado, si lo hubiere.
Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 10 y 11 de esta ley, la
realización de obras o el establecimiento de nuevos servicios comunes
que tengan por finalidad la supresión de barreras arquitectónicas que
dificulten el acceso o movilidad de personas con minusvalía, incluso
cuando impliquen la modificación del título constitutivo, o de los esta-
tutos, requerirá el voto favorable de la mayoría de los propietarios que, a
su vez, representen la mayoría de las cuotas de participación.
A los efectos establecidos en los párrafos anteriores de esta norma,
se computarán como votos favorables los de aquellos propietarios
ausentes de la Junta, debidamente citados, quienes una vez informados
del acuerdo adoptado por los presentes, conforme al procedimiento
establecido en el artículo 9, no manifiesten su discrepancia por comu-
nicación a quien ejerza las funciones de secretario de la comunidad en
el plazo de 30 días naturales, por cualquier medio que permita tener
constancia de la recepción.
Los acuerdos válidamente adoptados con arreglo a lo dispuesto en
esta norma obligan a todos los propietarios."
Si el disidente desea, en cualquier tiempo, participar de las ventajas
de la innovación, habrá de abonar su cuota en los gastos de realización
y mantenimiento, debidamente actualizados mediante la aplicación del
correspondiente interés legal.
3. Cuando se adopten válidamente acuerdos para la realización de
obras de accesibilidad, la comunidad quedara obligada al pago de los
gastos aun cuando su importe exceda de tres mensualidades ordinarias
de gastos comunes.
4. Las innovaciones que hagan inservible alguna parte del edificio
para el uso y disfrute de un propietario requerirán, en todo caso, el con-
sentimiento expreso de éste.
5. Las derramas para el pago de mejoras realizadas o por realizar en
el inmueble serán a cargo de quien sea propietario en el momento de la
exigibilidad de las cantidades afectas al pago de dichas mejoras."
3. La norma 1.ª del artículo 17 de la Ley 49/1960, de 21 de julio,
por la que se regula la Propiedad Horizontal, queda redactada de la
siguiente manera:
"1.ª La unanimidad sólo será exigible para la validez de los acuerdos
que impliquen la aprobación o modificación de las reglas contenidas en
el título constitutivo de la propiedad horizontal o en los estatutos de la
comunidad.
El establecimiento o supresión de los servicios de ascensor, portería,
conserjería, vigilancia u otros servicios comunes de interés general,
incluso cuando supongan la modificación del título constitutivo o de los
34 35
I. LEY 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, 
no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. Nueva legislación sobre discapacidad en España
Libro CERMI_9_Ok  2/2/04  11:04  Página 34
entrada en vigor de esta ley, el Gobierno modificará la normativa regula-
dora del Consejo Estatal de Personas con Discapacidad, al objeto de
adecuarla a lo establecido en esta ley, y en particular, a su nueva deno-
minación y a lo contemplado en el apartado 3 del artículo 15.
Disposición final tercera. Estatuto del Real Patronato sobre
Discapacidad.
En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno modificará el Real Decreto por el que se aprueba el Estatuto
del Real Patronato sobre Discapacidad, con el fin de incorporar en el
Consejo del citado organismo a las organizaciones representativas de
personas con discapacidad y sus familias.
Disposición final cuarta. Plan Nacional de accesibilidad.
En el plazo de seis meses el Gobierno, en cumplimiento de lo previs-
to en el artículo 16 de esta ley, aprobará un plan nacional de accesibili-
dad 2004-2012. El plan se desarrollará a través de fases de actuación
trienal y en su diseño, ejecución y seguimiento participarán las asocia-
ciones más representativas de utilidad pública de ámbito estatal de las
personas con discapacidad.
Disposición final quinta. Condiciones básicas de accesibilidad y no
discriminación en las relaciones con las Administraciones públicas.
1. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno establecerá las condiciones básicas de accesibilidad y no dis-
criminación que, según lo previsto en el artículo 10, deberán reunir las
Disposición adicional cuarta. Modificación de la Ley 24/2001, de 27
de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social.
La disposición adicional sexta de la Ley 24/2001, de 27 de diciem-
bre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social, queda
redactada de la siguiente manera:
"Disposición adicional sexta. Grado mínimo de minusvalía en relación
con las medidas de fomento del empleo y las modalidades de contratación.
El grado mínimo de minusvalía necesario para generar el derecho a
los beneficios establecidos en las medidas de fomento del empleo para
el mercado ordinario de trabajo a favor de los discapacitados, así como
para que las personas con discapacidad puedan ser contratadas en
prácticas o para la formación en dicho mercado ordinario de trabajo con
aplicación de las peculiaridades previstas para este colectivo deberá ser
igual o superior al 33 por ciento."
Disposición final primera. Facultades de ejecución y desarrollo.
El Gobierno, a propuesta conjunta del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales y de los Ministerios competentes en la materia, previa consulta
al Consejo Nacional de la Discapacidad y, en su caso, a las respectivas
conferencias sectoriales, queda autorizado para dictar cuantas disposi-
ciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de esta ley.
Disposición final segunda. Consejo Nacional de la Discapacidad.
El Consejo Estatal de Personas con Discapacidad pasa a denominarse
Consejo Nacional de la Discapacidad. En el plazo de seis meses desde la
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Disposición final sexta. Condiciones básicas de accesibilidad y no
discriminación para el acceso y utilización de los bienes y servicios a
disposición del público.
1. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno aprobará unas condiciones básicas de accesibilidad y no dis-
criminación, según lo previsto en el artículo 10 de esta ley, para el
acceso y utilización de los bienes y servicios a disposición del público
por las personas con discapacidad. Dichas condiciones básicas serán
obligatorias según el calendario siguiente:
a) En los bienes y servicios nuevos de titularidad pública, en el plazo de
cinco a siete años desde la entrada en vigor de esta ley; en los nuevos de
titularidad privada que concierten o suministren las Administraciones
públicas, en el plazo de siete a nueve años; y en el resto de bienes y servi-
cios de titularidad privada que sean nuevos, en el plazo de 15 a 17 años.
b) En los bienes y servicios ya existentes y que sean susceptibles de
ajustes razonables, tales ajustes deberán realizarse en el plazo de 12 a
14 años desde la entrada en vigor de esta ley, cuando sean bienes y ser-
vicios de titularidad pública o bienes y servicios de titularidad privada
que concierten o suministren las Administraciones públicas, y en el
plazo de 15 a 17 años, cuando se trate del resto de bienes y servicios
de titularidad privada.
2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno deberá realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad a
bienes o servicios que se consideren más relevantes desde el punto de
vista de la no discriminación y accesibilidad universal.
oficinas públicas, dispositivos y servicios de atención al ciudadano y
aquéllos de participación en los asuntos públicos, incluidos los relativos
a la Administración de Justicia y a la participación en la vida política y
los procesos electorales.
En particular, dentro de este plazo, el Gobierno adoptará para las
personas con discapacidad las normas que, con carácter general y en
aplicación del principio de servicio a los ciudadanos, contempla el artí-
culo 4 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y
Funcionamiento de la Administración General del Estado.
Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación serán
obligatorias según el calendario siguiente:
a) En el plazo de tres a cinco años desde la entrada en vigor de esta
ley, todos los entornos, productos y servicios nuevos serán accesibles, y
toda disposición, criterio o práctica administrativa discriminatoria será
corregida.
b) En el plazo de 15 a 17 años desde la entrada en vigor de esta ley,
todos los entornos, productos y servicios existentes y toda disposición,
criterio o práctica cumplirán las exigencias de accesibilidad y no discri-
minación.
2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno deberá realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad de
aquellos entornos o sistemas que se consideren más relevantes desde el
punto de vista de la no discriminación y la accesibilidad universal.
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Dichas condiciones serán obligatorias en los siguientes plazos a partir
de la entrada en vigor de esta ley, de cinco a siete años para las infraes-
tructuras y material de transporte nuevo, y de quince a diecisiete años para
todos aquellos existentes que sean susceptibles de ajustes razonables.
2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno deberá realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad a
los diferentes medios de transporte, en lo que se considere más rele-
vante desde el punto de vista de la no discriminación y de la accesibili-
dad universal.
Disposición final novena. Condiciones básicas de accesibilidad y no
discriminación para el acceso y utilización de los espacios públicos
urbanizados y edificaciones.
1. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno aprobará, según lo previsto en su artículo 10, unas condicio-
nes básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utili-
zación de los espacios públicos urbanizados y las edificaciones, que
serán obligatorias en el plazo de cinco a siete años desde la entrada en
vigor de esta ley para los espacios y edificaciones nuevos y en el plazo
de 15 a 17 años para todos aquellos existentes que sean susceptibles
de ajustes razonables.
2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno deberá realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad a
los espacios públicos urbanizados y edificaciones, en lo que se conside-
re más relevante desde el punto de vista de la no discriminación y de la
accesibilidad universal.
Disposición final séptima. Condiciones básicas de accesibilidad y no
discriminación para el acceso y utilización de las tecnologías, productos
y servicios relacionados con la sociedad de la información y medios de
comunicación social.
1. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno aprobará, según lo previsto en su artículo 10, unas condicio-
nes básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utili-
zación de las tecnologías, productos y servicios relacionados con la
sociedad de la información y de cualquier medio de comunicación
social, que serán obligatorias en el plazo de cuatro a seis años desde la
entrada en vigor de esta ley para todos los productos y servicios nuevos,
y en el plazo de ocho a diez años para todos aquellos existentes que
sean susceptibles de ajustes razonables.
2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno deberá realizar los estudios integrales sobre la accesibilidad a
dichos bienes o servicios que se consideren más relevantes desde el
punto de vista de la no discriminación y accesibilidad universal.
Disposición final octava. Condiciones básicas de accesibilidad y no
discriminación para el acceso y utilización de los medios de transporte.
1. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno aprobará, según lo previsto en el artículo 10 de esta ley, y en
razón de las necesidades, peculiaridades y exigencias que concurran en
cada supuesto, unas condiciones básicas de accesibilidad y no discri-
minación para el acceso y utilización de los medios de transporte por
personas con discapacidad.
40 41
I. LEY 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, 
no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. Nueva legislación sobre discapacidad en España
Libro CERMI_9_Ok  2/2/04  11:04  Página 40
Disposición final decimotercera. Sistema arbitral.
En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno, previa audiencia de los sectores interesados y de las organiza-
ciones representativas de las personas con discapacidad y sus familias,
establecerá el sistema arbitral previsto en el artículo 17 de esta ley.
Disposición final decimocuarta. Fundamento constitucional.
1. Esta ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva del Estado
para regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los
españoles en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes
constitucionales, conforme al artículo 149.1.1.ª de la Constitución.
2. La sección 2.ª del capítulo III se dicta al amparo de la competen-
cia del Estado en materia de legislación procesal, conforme al artículo
149.1.6.ª de la Constitución.
Disposición final decimoquinta. Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación
en el "Boletín Oficial del Estado".
Por tanto, Mando a todos los españoles, particulares y autoridades,
que guarden y hagan guardar esta ley.
Madrid, 2 de diciembre de 2003.
JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno, 
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ 
Disposición final décima. Currículo formativo sobre accesibilidad
universal y formación de profesionales.
El Gobierno, en el plazo de dos años a partir de la entrada en vigor
de esta ley, desarrollará el curriculo formativo en "diseño para todos", en
todos los programas educativos, incluidos los universitarios, para la for-
mación de profesionales en los campos del diseño y la construcción del
entorno físico, la edificación, las infraestructuras y obras públicas, el
transporte, las comunicaciones y telecomunicaciones y los servicios de
la sociedad de la información.
Disposición final undécima. Régimen de infracciones y sanciones.
El Gobierno, en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de
esta ley, remitirá a las Cortes un proyecto de ley que establezca el régi-
men de infracciones y sanciones en materia de igualdad de oportunida-
des y no discriminación de las personas con discapacidad.
Disposición final duodécima. Lengua de signos.
En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el
Gobierno regulará los efectos que surtirá la lengua de signos española,
con el fin de garantizar a las personas sordas y con discapacidad auditi-
va la posibilidad de su aprendizaje, conocimiento y uso, así como la
libertad de elección respecto a los distintos medios utilizables para su
comunicación con el entorno.
Tales efectos tendrán una aplicación gradual en los diferentes ámbi-
tos a los que se refiere el artículo 3 de esta ley.
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otros factores, y nuevas formas de discapacidad como las lesiones cere-
brales y medulares por accidentes de tráfico, enfermedad de Alzheimer
y otras, que hacen aconsejable que la asistencia económica al discapa-
citado no se haga sólo con cargo al Estado o a la familia, sino con cargo
al propio patrimonio que permita garantizar el futuro del minusválido en
previsión de otras fuentes para costear los gastos que deben afrontarse.
Esta ley tiene por objeto regular nuevos mecanismos de protección
de la personas con discapacidad, centrados en un aspecto esencial de
esta protección, cual es el patrimonial.
Efectivamente, uno de los elementos que más repercuten en el bie-
nestar de las personas con discapacidad es la existencia de medios eco-
nómicos a su disposición, suficientes para atender las específicas nece-
sidades vitales de los mismos.
En gran parte, tales medios son proporcionados por los poderes
públicos, sea directamente, a través de servicios públicos dirigidos a
estas personas, sea indirectamente, a través de distintos instrumentos
como beneficios fiscales o subvenciones específicas.
Sin embargo, otra parte importante de estos medios procede de la
propia persona con discapacidad o de su familia, y es a esta parte a la
que trata de atender esta ley.
II.
De esta forma, el objeto inmediato de esta ley es la regulación de
una masa patrimonial, el patrimonio especialmente protegido de las
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JEFATURA DEL ESTADO 
BOE 277/2003. Publicado el 19 de noviembre de 2003
LEY 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial de las
personas con discapacidad y de modificación del Código Civil, de la Ley
de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad.
JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar
la siguiente ley.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I.
Son múltiples los mecanismos que, en cumplimiento del mandato
que a los poderes públicos da el artículo 49 de la Constitución, tratan
de responder a la especial situación de las personas con discapacidad,
ordenando los medios necesarios para que la minusvalía que padecen
no les impida el disfrute de los derechos que a todos los ciudadanos
reconocen la Constitución y las leyes, logrando así que la igualdad entre
tales personas y el resto de los ciudadanos sea real y efectiva, tal y
como exige el artículo 9.2 de la Constitución.
Hoy constituye una realidad la supervivencia de muchos discapacita-
dos a sus progenitores, debido a la mejora de asistencia sanitaria y a
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III.
Esta constitución del patrimonio corresponde a la propia persona
con discapacidad que vaya a ser beneficiaria del mismo o, en caso de
que ésta no tenga capacidad de obrar suficiente, a sus padres, tutores o
curadores de acuerdo con los mecanismos generales de sustitución de
la capacidad de obrar regulados por nuestro ordenamiento jurídico, o
bien a su guardador de hecho, en el caso de personas con discapacidad
psíquica.
La constitución requiere, inexcusablemente, de una aportación origi-
naria de bienes y derechos, si bien una vez constituido el patrimonio
cualquier persona con interés legítimo puede realizar aportaciones a
dicho patrimonio, previéndose incluso la posibilidad de que tanto las
aportaciones simultáneas a la constitución del patrimonio protegido
como las posteriores puedan hacerse a pesar de la oposición de los
padres, tutores o curadores, cuando así lo estime el juez por convenir al
beneficiario del patrimonio. En todo caso, las aportaciones de terceros
deberán realizarse siempre a título gratuito.
Sin embargo, cuando la persona con discapacidad tenga capacidad
de obrar suficiente, y de acuerdo con el principio general de autonomía
personal y libre desarrollo de la personalidad que informa nuestro orde-
namiento jurídico (artículo 10.1 de la Constitución), no se podrá consti-
tuir un patrimonio protegido en su beneficio o hacer aportaciones al
mismo en contra de su voluntad.
Asimismo, cuando la aportación es realizada por un tercero, y por
tercero se entiende cualquier persona distinta del beneficiario del patri-
monio, incluidos los padres, tutores o curadores, constituyentes del
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personas con discapacidad, la cual queda inmediata y directamente
vinculada a la satisfacción de las necesidades vitales de una persona
con discapacidad, favoreciendo la constitución de este patrimonio y la
aportación a título gratuito de bienes y derechos a la misma.
Los bienes y derechos que forman este patrimonio, que no tiene per-
sonalidad jurídica propia, se aíslan del resto del patrimonio personal de
su titular-beneficiario, sometiéndolos a un régimen de administración y
supervisión específico.
Se trata de un patrimonio de destino, en cuanto que las distintas
aportaciones tienen como finalidad la satisfacción de las necesidades
vitales de sus titulares.
Beneficiarios de este patrimonio pueden ser, exclusivamente, las
personas con discapacidad afectadas por unos determinados grados de
minusvalía, y ello con independencia de que concurran o no en ellas las
causas de incapacitación judicial contempladas en el artículo 200 del
Código Civil y de que, concurriendo, tales personas hayan sido o no
judicialmente incapacitadas.
La regulación contenida en esta ley se entiende sin perjuicio de las
disposiciones que pudieran haberse aprobado en las comunidades autó-
nomas con derecho civil propio, las cuales tienen aplicación preferente
de acuerdo con el artículo 149.1.8.a de la Constitución española y los
diferentes estatutos de autonomía, siéndoles de aplicación esta ley con
carácter supletorio, conforme a la regla general contenida en el artículo
13.2 del Código Civil.
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especializadas en la atención a las personas con discapacidad, si bien
ello con una distinción, ya que:
Cuando el constituyente del patrimonio protegido sea el beneficiario
del mismo, y a la vez tenga capacidad de obrar suficiente, se aplica sin
más la regla general expresada.
En todos los demás casos, las reglas de administración deberán prever
que se requiera autorización judicial en los mismos supuestos que el tutor
la requiere respecto de los bienes del tutelado, si bien se permite que el
juez pueda flexibilizar este régimen de la forma que se estime oportuna
cuando las circunstancias concurrentes en el caso concreto así lo hicieran
conveniente y en todo caso sin que sea preciso acudir al procedimiento
de subasta pública contemplado en la Ley de Enjuiciamiento Civil.
Dado el especial régimen de administración al que se sujeta el patri-
monio protegido, es perfectamente posible que, a pesar de que su
beneficiario tenga capacidad de obrar suficiente, la administración del
patrimonio no le corresponda a él, sino a una persona distinta, sea por-
que así lo ha querido la propia persona con discapacidad, cuando ella
misma haya constituido el patrimonio, sea porque lo haya dispuesto así
el constituyente del patrimonio y lo haya aceptado el beneficiario, cuan-
do el constituyente sea un tercero.
En cambio, cuando el beneficiario del patrimonio protegido no tenga
capacidad de obrar suficiente, el o los administradores del patrimonio
protegido pueden no ser los padres, tutores o curadores a los que legal-
mente corresponde la administración del resto del patrimonio de la per-
sona con discapacidad, lo cual hace conveniente que la ley prevea
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mismo, el aportante podrá establecer el destino que a los bienes o dere-
chos aportados deba darse una vez extinguido el patrimonio protegido,
determinando que tales bienes o derechos reviertan en el aportante o
sus herederos o dándoles cualquier otro destino lícito que estime opor-
tuno. Sin embargo, esta facultad del aportante tiene un límite, ya que
la salida del bien o derecho aportado del patrimonio protegido tan sólo
podrá producirse por extinción de éste, lo que elimina la posibilidad de
afecciones de bienes y derechos a término.
Por otro lado, la existencia de este patrimonio, y el especial régimen
de administración al que se somete el mismo, en nada modifican las
reglas generales del Código Civil o, en su caso, de los derechos civiles
autonómicos, relativas a los distintos actos y negocios jurídicos, lo cual
implica que, por ejemplo, cuando un tercero haga una aportación a un
patrimonio protegido mediante donación, dicha donación podrá rescin-
dirse por haber sido realizada en fraude de acreedores, revocarse por
superveniencia o supervivencia de hijos del donante o podrá reducirse
por inoficiosa, si concurren los requisitos que para ello exige la legisla-
ción vigente.
IV.
En cuanto a la administración del patrimonio, y el término adminis-
tración se emplea aquí en el sentido más amplio, comprensivo también
de los actos de disposición, se parte de la regla general de que todos los
bienes y derechos, cualquiera que sea su procedencia, se sujetan al
régimen de administración establecido por el constituyente del patrimo-
nio, el cual tiene plenas facultades para establecer las reglas de admi-
nistración que considere oportunas, favoreciéndose de esta forma que
la administración pueda corresponder a entidades sin ánimo de lucro
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El primer aspecto que destaca de esta supervisión es que el consti-
tuyente puede establecer las reglas de supervisión y fiscalización de la
administración del patrimonio que considere oportunas.
En segundo lugar, la supervisión institucional del patrimonio protegi-
do corresponde al Ministerio Fiscal, respecto del cual se prevén dos
tipos de actuaciones, a saber:
a) Una supervisión permanente y general de la administración del
patrimonio protegido, a través de la información que, periódicamente,
el administrador debe remitirle.
b) Una supervisión esporádica y concreta, ya que cuando las cir-
cunstancias concurrentes en un momento determinado lo hicieran pre-
ciso, el Ministerio Fiscal puede solicitar del juez la adopción de cual-
quier medida que se estime pertinente en beneficio de la persona con
discapacidad. A estos efectos, el Ministerio Fiscal puede actuar tanto
de oficio como a solicitud de cualquier persona, y será oído en todas las
actuaciones judiciales que afecten al patrimonio protegido, aunque no
sean instadas por él.
Por otro lado, la ley crea la Comisión de Protección Patrimonial de
las Personas con Discapacidad, cuya función básica es ser un órgano
externo de apoyo, auxilio y asesoramiento del Ministerio Fiscal en el
ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de las demás que reglamenta-
riamente pudieran atribuírsele.
Dada la importancia de esta Comisión, y la especialización que sus
funciones pueden requerir, se prevé que en ella participen, en todo
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expresamente que la representación legal de la persona con discapaci-
dad para todos los actos relativos al patrimonio protegido corresponda,
no a los padres, tutores o curadores, sino a los administradores del
mismo, si bien la representación legal está referida exclusivamente a
los actos de administración.
Asimismo, la ley regula la extinción del patrimonio protegido, la
cual, dejando al margen el caso especial de que el juez pueda acordar
la extinción del mismo cuando así convenga al interés de la persona
con discapacidad, sólo se produce por muerte o declaración de falleci-
miento de su beneficiario o al dejar éste de padecer una minusvalía en
los grados establecidos por la ley.
En estos casos, se presta especial atención a los bienes y dere-
chos aportados por terceros, los cuales se aplicarán a la finalidad
prevista por el aportante al realizar la aportación, si bien cuando
fuera material o jurídicamente imposible cumplir esta finalidad se
les dará otra, lo más análoga y conforme posible a la voluntad del
aportante, en técnica similar a la conmutación modal regulada por
el artículo 798 del Código Civil y atendiendo, si procede a la natu-
raleza de los bienes y derechos que integran el patrimonio protegido
en el momento de su extinción y en proporción a las diferentes
aportaciones.
V.
Aspecto fundamental del contenido de la ley es el de la supervisión
de la administración del patrimonio protegido de las personas con dis-
capacidad.
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las disposiciones que estime convenientes en previsión de su propia
futura incapacitación, lo cual puede ser especialmente importante en el
caso de enfermedades degenerativas.
Efectivamente, si ya los padres pueden adoptar las medidas que
consideren oportunas respecto de la persona y bienes de sus hijos
menores o incapacitados, no se ven obstáculos para que esta misma
posibilidad corresponda a una persona con capacidad de obrar suficien-
te respecto de sí mismo, para el caso de ser incapacitado.
Esta autotutela se regula introduciendo unos cambios mínimos en el
Código Civil, consistentes en habilitar a las personas capaces para
adoptar las disposiciones que considere oportunas en previsión de su
propia incapacitación, y ello en el mismo precepto que regula las facul-
tades parentales respecto de la tutela, y en alterar el orden de delación
de la tutela, prefiriendo como tutor en primer lugar al designado por el
propio tutelado, si bien sin modificar la facultad genérica que corres-
ponde al juez de alterar el orden de delación cuando así convenga al
interés del incapacitado pero siempre que hayan sobrevenido circuns-
tancias que no fueron tenidas en cuenta al efectuar la designación.
Además, se garantiza, mediante los mecanismos oportunos que el
juez que estuviera conociendo de la constitución de la tutela pueda
conocer la eventual existencia de disposiciones relativas a la misma,
sean de los padres, sean del propio incapaz.
Complemento de esta regulación de la autotutela es la reforma del
artículo 1732 del Código Civil, con objeto de establecer que la incapa-
citación judicial del mandante, sobrevenida al otorgamiento del manda-
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caso, representantes de la asociación de utilidad pública, más repre-
sentativa en el ámbito estatal, de los diferentes tipos de discapacidad.
Por último, se adoptan dos medidas de publicidad registral impor-
tantes, ya que:
De un lado, cuando la administración del patrimonio protegido no
corresponde ni al propio beneficiario ni a sus padres, tutores o curado-
res, la representación legal que el administrador ostenta sobre el bene-
ficiario del patrimonio para todos los actos relativos a éste debe de
hacerse constar en el Registro Civil.
De otro, se prevé que en el Registro de la Propiedad conste la condi-
ción de un bien o derecho real inscrito como integrante de un patrimo-
nio protegido.
VI.
Sin embargo, el contenido de la ley no acaba en la regulación del
patrimonio protegido de las personas con discapacidad, sino que ade-
más se incorporan distintas modificaciones de la legislación vigente
que tratan de mejorar la protección patrimonial de estas personas,
aumentando las posibilidades jurídicas de afectar medios económicos a
la satisfacción de las necesidades de estas personas o que, en general,
mejoran el tratamiento jurídico de las personas con discapacidad. Estas
modificaciones se realizan siguiendo las pautas aconsejadas por la
Comisión General de Codificación.
De ellas, destaca en primer lugar la regulación de la autotutela, es
decir, la posibilidad que tiene una persona capaz de obrar de adoptar
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c) Se reforma el artículo 822 del Código Civil, dando una protección
patrimonial directa a las personas con discapacidad mediante un trato
favorable a las donaciones o legados de un derecho de habitación reali-
zados a favor de las personas con discapacidad que sean legitimarias y
convivan con el donante o testador en la vivienda habitual objeto del
derecho de habitación, si bien con la cautela de que el derecho de
habitación legado o donado será intransmisible.
Además, este mismo precepto concede al legitimario con discapaci-
dad que lo necesite un legado legal del derecho de habitación sobre la
vivienda habitual en la que conviviera con el causante, si bien a salvo
de cualquier disposición testamentaria de éste sobre el derecho de
habitación.
d) Se reforma el artículo 831 del Código Civil, con objeto de introdu-
cir una nueva figura de protección patrimonial indirecta de las personas
con discapacidad. De esta forma, se concede al testador amplias facul-
tades para que en su testamento pueda conferir al cónyuge supérstite
amplias facultades para mejorar y distribuir la herencia del premuerto
entre los hijos o descendientes comunes, lo que permitirá no precipitar
la partición de la herencia cuando uno de los descendientes tenga una
discapacidad, y aplazar dicha distribución a un momento posterior en el
que podrán tenerse en cuenta la variación de las circunstancias y la
situación actual y necesidades de la persona con discapacidad.
Además, estas facultades pueden concedérselas los progenitores con
descendencia común, aunque no estén casados entre sí.
e) Se introduce un nuevo párrafo al artículo 1041 del Código Civil a
fin de evitar traer a colación los gastos realizados por los padres y
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to, no sea causa de extinción de éste cuando el mandante haya dis-
puesto su continuación a pesar de la incapacitación, y ello sin perjuicio
de que dicha extinción pueda ser acordada por el juez en el momento
de constitución de la tutela sobre el mandante o, en un momento pos-
terior, a instancia del tutor.
Por último, se legitima al presunto incapaz a promover su propia
incapacidad, modificándose, por tanto, el artículo 757.1 de la Ley
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
VII.
En segundo lugar, se introducen distintas modificaciones del dere-
cho de sucesiones. De esta forma:
a) Se configura como causa de indignidad generadora de incapaci-
dad para suceder abintestato el no haber prestado al causante las aten-
ciones debidas durante su vida, entendiendo por tales los alimentos
regulados por el título VI del libro I del Código Civil, y ello aunque el
causahabiente no fuera una de las personas obligadas a prestarlos.
b) Se permite que el testador pueda gravar con una sustitución
fideicomisaria la legítima estricta, pero sólo cuando ello benefi-
ciare a un hijo o descendiente judicialmente incapacitado. En
este caso, a diferencia de otros regulados en la ley, como se acla-
ra a través de una nueva disposición adicional del Código Civil, se
exige que concurra la incapacitación judicial del beneficiado, y no
la minusvalía de éste en el grado establecido en el artículo 2.2 de
la ley.
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para favorecer las aportaciones a título gratuito a los patrimonios prote-
gidos, reforzando de esta manera los importantes beneficios fiscales
que, a favor de las personas con discapacidad, ha introducido la Ley
46/2002, de 18 de diciembre, de reforma parcial del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas y por la que se modifican las Leyes del
Impuesto sobre Sociedades y sobre la Renta de no Residentes.
De este modo, la ley procede a modificar la Ley 40/1998, de 9 de
diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras
Normas Tributarias, la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto
sobre Sociedades, y el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de sep-
tiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos
Documentados, al objeto de regular el régimen tributario aplicable al
discapacitado titular del patrimonio protegido por las aportaciones que
se integren en éste y a los aportantes a dicho patrimonio por las aporta-
ciones que realicen.
En cuanto al régimen tributario aplicable al discapacitado titular del
patrimonio protegido por las aportaciones que se reciban en dicho patri-
monio, la ley establece que tales aportaciones tendrán la consideración
de rendimiento de trabajo hasta el importe de 8.000 euros anuales por
cada aportante y 24.250 euros anuales en conjunto cuando el aportan-
te sea contribuyente del Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas o que haya sido gasto deducible en el Impuesto sobre
Sociedades de los aportantes con el límite de 8.000 euros anuales,
cuando el aportante sea sujeto pasivo de ese Impuesto. No obstante,
sólo se integrarán en la base imponible del titular del patrimonio prote-
gido por el importe en que la suma de tales rendimientos de trabajo y
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ascendientes, entendiendo por éstos cualquier disposición patrimonial,
para cubrir las necesidades especiales de sus hijos o descendientes con
discapacidad.
VIII.
En tercer término, se introduce dentro del título XII del libro IV del
Código Civil, dedicado a los contratos aleatorios, una regulación sucinta
pero suficiente de los alimentos convencionales, es decir, de la obliga-
ción alimenticia surgida del pacto y no de la ley, a diferencia de los ali-
mentos entre parientes regulados por los artículos 142 y siguientes de
dicho cuerpo legal.
La regulación de este contrato, frecuentemente celebrado en la práctica
y examinado en ocasiones por la jurisprudencia del Tribunal Supremo,
amplía las posibilidades que actualmente ofrece el contrato de renta vitali-
cia para atender a las necesidades económicas de las personas con disca-
pacidad y, en general, de las personas con dependencia, como los ancia-
nos, y permite a las partes que celebren el contrato cuantificar la obliga-
ción del alimentante en función de las necesidades vitales del alimentista.
Su utilidad resulta especialmente patente en el caso de que sean los
padres de una persona con discapacidad quienes transmitan al alimen-
tante el capital en bienes muebles o inmuebles en beneficio de su hijo
con discapacidad, a través de una estipulación a favor de tercero del
artículo 1257 del Código Civil.
IX.
El capítulo III de la Ley está dedicado a las modificaciones de la nor-
mativa tributaria, mediante las que se adoptan una serie de medidas
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De este modo, en el primer supuesto, se prevé que las aportaciones
realizadas por los parientes en línea directa o colateral hasta el tercer
grado, el cónyuge y los tutores o acogedores, den derecho a practicar
una reducción de la base imponible del aportante que podrá alcanzar,
para estas aportaciones, un importe máximo de 8.000 euros anuales.
Las reducciones practicadas en la base imponible de los aportantes
tendrán, asimismo, un límite conjunto, de manera que el total de las
reducciones practicadas por todas las personas que efectúen aportacio-
nes a favor de un mismo patrimonio protegido no podrá exceder de
24.250 euros anuales. A estos efectos, se introduce una cláusula de
disminución proporcional de la reducción aplicable en caso de que la
concurrencia de varios aportantes supere el límite conjunto establecido.
En cualquier caso, se establece que las aportaciones que excedan de
los límites anteriores puedan dar derecho a reducir la base imponible
del aportante en los cuatro períodos impositivos siguientes, regla ésta
que resulta de aplicación tanto a las aportaciones dinerarias como a las
no dinerarias.
En el segundo de los supuestos, esto es, cuando las aportaciones
han sido realizadas por sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades
a los patrimonios protegidos de sus trabajadores o de los parientes o
cónyuges de los trabajadores, o de las personas acogidas por los traba-
jadores en régimen de tutela o acogimiento, se prevé que tales aporta-
ciones dan derecho a la deducción del 10 por ciento de la cuota íntegra
prevista en el artículo 36 quáter de la Ley 43/1995, de 27 de diciem-
bre, del Impuesto sobre Sociedades. La aportación anual deberá respe-
tar, además de los requisitos generales establecidos en el citado artícu-
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las prestaciones recibidas en forma de renta a que se refiere el apartado
3 del artículo 17 de la Ley 40/1998, exceda del doble del salario míni-
mo interprofesional.
Lógicamente, cuando la aportación se realice por sujetos pasivos del
Impuesto sobre Sociedades a favor de los patrimonios protegidos de los
parientes, cónyuges o personas a cargo de los trabajadores del aportan-
te, únicamente tendrán la consideración de rendimiento del trabajo
para el titular del patrimonio protegido.
En cualquier caso, estos rendimientos de trabajo no quedan sujetos
a retención o ingreso a cuenta.
Tratándose de aportaciones no dinerarias, el discapacitado titular del
patrimonio protegido quedará subrogado en la posición del aportante
respecto de la fechas y el valor de adquisición del bien o derecho apor-
tado, exceptuándose la posibilidad de aplicar la disposición transitoria
novena de la Ley 40/1998 cuando el bien o derecho se transmita con
posterioridad a la aportación al patrimonio protegido.
El régimen tributario aplicable al titular del patrimonio protegido se
completa con una norma de no sujeción al Impuesto sobre Sucesiones y
Donaciones por la parte de las aportaciones que tengan para el percep-
tor la consideración de rendimientos del trabajo.
En lo que se refiere al régimen aplicable al aportante al patrimonio
protegido de la persona discapacitada, se distinguen dos supuestos según
que el aportante sea contribuyente por el Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas o sujeto pasivo del Impuesto sobre Sociedades.
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integrar en la base imponible del período impositivo en que se produzca
el acto de disposición, las cantidades reducidas en la base imponible
correspondientes a las disposiciones realizadas más los intereses de
demora que procedan.
Si las aportaciones al patrimonio protegido fueron realizadas por un
sujeto pasivo del Impuesto sobre Sociedades, éste habrá de ingresar en
el período impositivo en que se produce la disposición, la cantidad
deducida en la cuota en el período impositivo en que se realizó la apor-
tación.
En ambos casos, el titular del patrimonio habrá de integrar en su
base imponible correspondiente al período impositivo en que se produ-
ce la disposición, la cantidad que hubiera dejado de integrar en el perí-
odo impositivo en que recibió la aportación. Esta obligación se traslada
al trabajador cuando la aportación la hubiera realizado un sujeto pasivo
del Impuesto sobre Sociedades al patrimonio protegido de un pariente
de aquél.
Finalmente, al objeto de asegurar un adecuado control de los patri-
monios protegidos de las personas discapacitadas, se establece la obli-
gación para el contribuyente titular de un patrimonio protegido de pre-
sentar una declaración en la que se indique la composición del patri-
monio, las aportaciones recibidas y las disposiciones realizadas durante
el período impositivo, remitiéndose en este punto a un posterior desa-
rrollo reglamentario.
El conjunto de modificaciones en la normativa tributaria se completa
con un nuevo supuesto de exención en el Impuesto sobre Transmisiones
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lo 36 quáter, el límite de 8.000 euros anuales por cada trabajador o
persona discapacitada, estando previsto que si excede de este límite, la
deducción que corresponda podrá aplicarse en los cuatro períodos
impositivos siguientes.
En cuanto a la valoración de las aportaciones no dinerarias al patri-
monio protegido, la norma remite a las reglas previstas en el artículo 18
de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entida-
des sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, que se
ocupa de regular la base de las deducciones por donativos, donaciones y
aportaciones realizadas a las entidades beneficiarias del mecenazgo.
En los casos de aportaciones no dinerarias, y en concordancia con la
finalidad perseguida en la constitución de los patrimonios protegidos, la
ley declara exentas del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
y del Impuesto sobre Sociedades, respectivamente, las ganancias patri-
moniales y las rentas positivas generadas con ocasión de la realización
de dichas aportaciones.
Por otro lado, la ley se ocupa de las consecuencias fiscales derivadas
de la realización de actos de disposición de los bienes o derechos inte-
grantes del patrimonio protegido cuando tales actos de disposición se
realicen en el plazo comprendido entre el período impositivo de la apor-
tación y los cuatro siguientes, distinguiendo en función de la naturaleza
jurídica del aportante.
De este modo, si quien realizó las aportaciones al patrimonio prote-
gido del discapacitado fue un contribuyente del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas, dicho contribuyente vendrá obligado a
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a) Las afectadas por una minusvalía psíquica igual o superior al 33
por ciento.
b) Las afectadas por una minusvalía física o sensorial igual o supe-
rior al 65 por ciento.
3. El grado de minusvalía se acreditará mediante certificado expedi-
do conforme a lo establecido reglamentariamente o por resolución judi-
cial firme.
Artículo 3. Constitución.
1. Podrán constituir un patrimonio protegido:
a) La propia persona con discapacidad beneficiaria del mismo, siem-
pre que tenga capacidad de obrar suficiente.
b) Sus padres, tutores o curadores cuando la persona con discapaci-
dad no tenga capacidad de obrar suficiente.
c) El guardador de hecho de una persona con discapacidad psíquica
podrá constituir en beneficio de éste un patrimonio protegido con los
bienes que sus padres o tutores le hubieran dejado por título hereditario
o hubiera de recibir en virtud de pensiones constituidas por aquéllos y
en los que hubiera sido designado beneficiario ; todo ello sin perjuicio
de lo dispuesto en los artículos 303, 304 y 306 del Código Civil.
2. Cualquier persona con interés legítimo podrá solicitar de la perso-
na con discapacidad o, en caso de que no tenga capacidad de obrar
suficiente, de sus padres, tutores o curadores, la constitución de un
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Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados que será aplicable a las
aportaciones a los patrimonios protegidos de las personas con discapa-
cidad.
CAPÍTULO I
Patrimonio protegido de las personas con discapacidad
Artículo 1. Objeto y régimen jurídico.
1. El objeto de esta ley es favorecer la aportación a título gratuito de
bienes y derechos al patrimonio de las personas con discapacidad y
establecer mecanismos adecuados para garantizar la afección de tales
bienes y derechos, así como de los frutos, productos y rendimientos de
éstos, a la satisfacción de las necesidades vitales de sus titulares.
Tales bienes y derechos constituirán el patrimonio especialmente
protegido de las personas con discapacidad.
2. El patrimonio protegido de las personas con discapacidad se regi-
rá por lo establecido en esta ley y en sus disposiciones de desarrollo,
cuya aplicación tendrá carácter preferente sobre lo dispuesto para regu-
lar los efectos de la incapacitación en los títulos IX y X del libro I del
Código Civil.
Artículo 2. Beneficiarios.
1. El patrimonio protegido de las personas con discapacidad tendrá
como beneficiario, exclusivamente, a la persona en cuyo interés se
constituya, que será su titular.
2. A los efectos de esta ley únicamente tendrán la consideración de
personas con discapacidad:
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Artículo 4. Aportaciones al patrimonio protegido.
1. Las aportaciones de bienes y derechos posteriores a la constitu-
ción del patrimonio protegido estarán sujetas a las mismas formalida-
des establecidas en el artículo anterior para su constitución.
2. Cualquier persona con interés legítimo, con el consentimiento de
la persona con discapacidad, o de sus padres o tutores o curadores si
no tuviera capacidad de obrar suficiente, podrá aportar bienes o dere-
chos al patrimonio protegido. Estas aportaciones deberán realizarse
siempre a título gratuito y no podrán someterse a término.
En caso de que los padres, tutores o curadores negasen injustifica-
damente su consentimiento, la persona que hubiera ofrecido la aporta-
ción podrá acudir al fiscal, quien instará del juez lo que proceda aten-
diendo al interés de la persona con discapacidad.
3. Al hacer la aportación de un bien o derecho al patrimonio protegi-
do, los aportantes podrán establecer el destino que deba darse a tales
bienes o derechos o, en su caso, a su equivalente, una vez extinguido el
patrimonio protegido conforme al artículo 6, siempre que hubieran que-
dado bienes y derechos suficientes y sin más limitaciones que las esta-
blecidas en el Código Civil o en las normas de derecho civil, foral o
especial, que, en su caso, fueran aplicables.
Artículo 5. Administración.
1. Cuando el constituyente del patrimonio protegido sea el propio
beneficiario del mismo, su administración, cualquiera que sea la proce-
dencia de los bienes y derechos que lo integren, se sujetará a las reglas
establecidas en el documento público de constitución.
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patrimonio protegido, ofreciendo al mismo tiempo una aportación de
bienes y derechos adecuados, suficiente para ese fin.
En caso de negativa injustificada de los padres o tutores, el solici-
tante podrá acudir al fiscal, quien instará del juez lo que proceda aten-
diendo al interés de la persona con discapacidad. Si el juez autorizara
la constitución del patrimonio protegido, la resolución judicial determi-
nará el contenido a que se refiere el apartado siguiente de esta ley. El
cargo de administrador no podrá recaer, salvo justa causa, en el padre,
tutor o curador que se hubiera negado injustificadamente a la constitu-
ción del patrimonio protegido.
3. El patrimonio protegido se constituirá en documento público, o por
resolución judicial en el supuesto contemplado en el apartado anterior.
Dicho documento público o resolución judicial tendrá, como míni-
mo, el siguiente contenido:
a) El inventario de los bienes y derechos que inicialmente constitu-
yan el patrimonio protegido.
b) La determinación de las reglas de administración y, en su caso, de
fiscalización, incluyendo los procedimientos de designación de las per-
sonas que hayan de integrar los órganos de administración o, en su
caso, de fiscalización. Dicha determinación se realizará conforme a lo
establecido en el artículo 5 de esta ley.
c) Cualquier otra disposición que se considere oportuna respecto a la
administración o conservación del mismo.
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5. En ningún caso podrán ser administradores las personas o entida-
des que no puedan ser tutores, conforme a lo establecido en el Código
Civil o en las normas de derecho civil, foral o especial, que, en su caso,
fueran aplicables.
6. Cuando no se pudiera designar administrador conforme a las
reglas establecidas en el documento público o resolución judicial de
constitución, el juez competente proveerá lo que corresponda, a solici-
tud del Ministerio Fiscal.
7. El administrador del patrimonio protegido, cuando no sea el pro-
pio beneficiario del mismo, tendrá la condición de representante legal
de éste para todos los actos de administración de los bienes y derechos
integrantes del patrimonio protegido, y no requerirá el concurso de los
padres o tutor para su validez y eficacia.
Artículo 6. Extinción.
1. El patrimonio protegido se extingue por la muerte o declaración
de fallecimiento de su beneficiario o por dejar éste de tener la condi-
ción de persona con discapacidad de acuerdo con el artículo 2.2 de
esta ley.
2. Si el patrimonio protegido se hubiera extinguido por muerte o
declaración de fallecimiento de su beneficiario, se entenderá compren-
dido en su herencia.
Si el patrimonio protegido se hubiera extinguido por dejar su benefi-
ciario de cumplir las condiciones establecidas en el artículo 2.2 de esta
ley éste seguirá siendo titular de los bienes y derechos que lo integran,
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2. En los demás casos, las reglas de administración, establecidas en
el documento público de constitución, deberán prever la obligatoriedad
de autorización judicial en los mismos supuestos que el tutor la requie-
re respecto de los bienes del tutelado, conforme a los artículos 271 y
272 del Código Civil o, en su caso, conforme a lo dispuesto en las nor-
mas de derecho civil, foral o especial, que fueran aplicables.
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior la autorización no es
necesaria cuando el beneficiario tenga capacidad de obrar suficiente.
En ningún caso será necesaria la subasta pública para la enajena-
ción de los bienes o derechos que integran el patrimonio protegido no
siendo de aplicación lo establecido al efecto en el título XI del libro III
de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 3 de febrero de 1881.
3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los constituyen-
tes o el administrador, podrán instar al Ministerio Fiscal que solicite del
juez competente la excepción de la autorización judicial en determina-
dos supuestos, en atención a la composición del patrimonio, las cir-
cunstancias personales de su beneficiario, las necesidades derivadas de
su minusvalía, la solvencia del administrador o cualquier otra circuns-
tancia de análoga naturaleza.
4. Todos los bienes y derechos que integren el patrimonio protegido,
así como sus frutos, rendimientos o productos, deberán destinarse a la
satisfacción de las necesidades vitales de su beneficiario, o al manteni-
miento de la productividad del patrimonio protegido.
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determine éste y, en todo caso, anualmente, mediante la remisión de
una relación de su gestión y un inventario de los bienes y derechos que
lo formen, todo ello justificado documentalmente.
El Ministerio Fiscal podrá requerir documentación adicional y solici-
tar cuantas aclaraciones estime pertinentes.
3. Como órgano externo de apoyo, auxilio y asesoramiento del
Ministerio Fiscal en el ejercicio de las funciones previstas en este artí-
culo, se crea la Comisión de Protección Patrimonial de las Personas con
Discapacidad, adscrita al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, y en
la que participarán, en todo caso, representantes de la asociación de
utilidad pública, más representativa en el ámbito estatal, de los diferen-
tes tipos de discapacidad.
La composición, funcionamiento y funciones de esta Comisión se
determinarán reglamentariamente.
Artículo 8. Constancia registral.
1. La representación legal a la que se refiere el artículo 5.7 de esta
ley se hará constar en el Registro Civil.
2. Cuando el dominio de un bien inmueble o derecho real sobre el
mismo se integre en un patrimonio protegido, se hará constar esta cua-
lidad en la inscripción que se practique a favor de la persona con disca-
pacidad en el Registro de la Propiedad correspondiente.
La misma mención se hará en los restantes bienes que tengan el
carácter de registrables. Si se trata de participaciones en fondos de
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sujetándose a las normas generales del Código Civil o de derecho civil,
foral o especial, que, en su caso, fueran aplicables.
3. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de
la finalidad que, en su caso, debiera de darse a determinados bienes y
derechos, conforme a lo establecido en el artículo 4.3 de esta ley.
En el caso de que no pudiera darse a tales bienes y derechos la fina-
lidad prevista por sus aportantes, se les dará otra, lo más análoga y con-
forme a la prevista por éstos, atendiendo, cuando proceda, a la natura-
leza y valor de los bienes y derechos que integren el patrimonio protegi-
do y en proporción, en su caso, al valor de las diferentes aportaciones.
Artículo 7. Supervisión.
1. La supervisión de la administración del patrimonio protegido
corresponde al Ministerio Fiscal, quien instará del juez lo que proceda
en beneficio de la persona con discapacidad, incluso la sustitución del
administrador, el cambio de las reglas de administración, el estableci-
miento de medidas especiales de fiscalización, la adopción de cautelas,
la extinción del patrimonio protegido o cualquier otra medida de análo-
ga naturaleza.
El Ministerio Fiscal actuará de oficio o a solicitud de cualquier per-
sona, y será oído en todas las actuaciones judiciales relativas al patri-
monio protegido.
2. Cuando no sea la propia persona con discapacidad beneficiaria
del patrimonio o sus padres, el administrador del patrimonio protegido
deberá rendir cuentas de su gestión al Ministerio Fiscal cuando lo
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En los procedimientos de incapacitación, el juez recabará certifica-
ción del Registro Civil y, en su caso, del registro de actos de última
voluntad, a efectos de comprobar la existencia de las disposiciones a
las que se refiere este artículo."
Dos. El párrafo primero del artículo 234 del Código Civil pasa a tener
la siguiente redacción:
"Para el nombramiento de tutor se preferirá:
1.º Al designado por el propio tutelado, conforme al párrafo segundo del
artículo 223.
2.º Al cónyuge que conviva con el tutelado.
3.º A los padres.
4.º A la persona o personas designadas por éstos en sus disposiciones
de última voluntad.
5.º Al descendiente, ascendiente o hermano que designe el juez."
Tres. Se añade un nuevo párrafo al artículo 239 con el contenido
siguiente:
"La entidad pública a la que, en el respectivo territorio, esté enco-
mendada la tutela de los incapaces cuando ninguna de las personas
recogidas en el artículo 234 sea nombrado tutor, asumirá por ministerio
de la ley la tutela del incapaz o cuando éste se encuentre en situación
de desamparo.
Se considera como situación de desamparo la que se produce de
hecho a causa del incumplimiento o del imposible o inadecuado ejerci-
cio de los deberes que le incumben de conformidad a las leyes, cuando
éstos queden privados de la necesaria asistencia moral o material."
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inversión o instituciones de inversión colectiva, acciones o participacio-
nes en sociedades mercantiles que se integren en un patrimonio prote-
gido, se notificará por el notario autorizante o por el juez, a la gestora
de los mismos o a la sociedad, su nueva cualidad.
3. Cuando un bien o derecho deje de formar parte de un patrimonio
protegido se podrá exigir por quien resulte ser su titular o tenga un inte-
rés legítimo la cancelación de las menciones a que se refiere el aparta-
do anterior.
CAPÍTULO II
Modificaciones del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil
Artículo 9. Modificaciones del Código Civil en materia de autotutela.
Uno. El artículo 223 del Código Civil quedará redactado en los
siguientes términos:
"Artículo 223.
Los padres podrán en testamento o documento público notarial nom-
brar tutor, establecer órganos de fiscalización de la tutela, así como
designar las personas que hayan de integrarlos u ordenar cualquier dis-
posición sobre la persona o bienes de sus hijos menores o incapacitados.
Asimismo, cualquier persona con la capacidad de obrar suficiente,
en previsión de ser incapacitada judicialmente en el futuro, podrá en
documento público notarial adoptar cualquier disposición relativa a su
propia persona o bienes, incluida la designación de tutor.
Los documentos públicos a los que se refiere el presente artículo se
comunicarán de oficio por el notario autorizante al Registro Civil, para
su indicación en la inscripción de nacimiento del interesado.
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"Tampoco podrá imponer sobre ella gravamen, ni condición, ni susti-
tución de ninguna especie, salvo lo dispuesto en cuanto al usufructo de
viudo y lo establecido en el artículo 808 respecto de los hijos o descen-
dientes judicialmente incapacitados."
Cinco. Los artículos 821 y 822 del Código Civil quedarán redactados
en los siguientes términos:
"Artículo 821.
Cuando el legado sujeto a reducción consista en una finca que no
admita cómoda división, quedará ésta para el legatario si la reducción
no absorbe la mitad de su valor, y en caso contrario para los herederos
forzosos ; pero aquél y éstos deberán abonarse su respectivo haber en
dinero.
El legatario que tenga derecho a legítima podrá retener toda la finca,
con tal que su valor no supere, el importe de la porción disponible y de
la cuota que le corresponda por legítima.
Si los herederos o legatarios no quieren usar del derecho que se les
concede en este artículo se venderá la finca en pública subasta, a ins-
tancia de cualquiera de los interesados.
Artículo 822.
La donación o legado de un derecho de habitación sobre la vivienda
habitual que su titular haga a favor de un legitimario persona con disca-
pacidad, no se computará para el cálculo de las legítimas si en el
momento del fallecimiento ambos estuvieren conviviendo en ella.
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Artículo 10. Modificación del Código Civil en materia de régimen
sucesorio.
Uno. Se añade un apartado 7.º  al artículo 756 del Código Civil con
la siguiente redacción:
"7.º  Tratándose de la sucesión de una persona con discapacidad, las
personas con derecho a la herencia que no le hubieren prestado las
atenciones debidas, entendiendo por tales las reguladas en los artículos
142 y 146 del Código Civil."
Dos. Se modifica el artículo 782 del Código Civil que queda redacta-
do en los siguientes términos:
"Artículo 782.
Las sustituciones fideicomisarias nunca podrán gravar la legítima,
salvo que graven la legítima estricta en beneficio de un hijo o descen-
diente judicialmente incapacitado en los términos establecidos en el
artículo 808. Si recayeren sobre el tercio destinado a la mejora, sólo
podrán hacerse en favor de los descendientes."
Tres. Se añade un tercer párrafo al artículo 808 del Código Civil con
la siguiente redacción, pasando a ser cuarto el actual párrafo tercero:
"Cuando alguno de los hijos o descendientes haya sido judicialmente
incapacitado, el testador podrá establecer una sustitución fideicomisaria
sobre el tercio de legítima estricta, siendo fiduciarios los hijos o descendien-
tes judicialmente incapacitados y fideicomisarios los coherederos forzosos."
Cuatro. Se modifica el artículo 813 del Código Civil, quedando
redactado su segundo párrafo del siguiente modo:
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apertura de la sucesión o, en su caso, desde la emancipación del últi-
mo de los hijos comunes.
Las disposiciones del cónyuge que tengan por objeto bienes específi-
cos y determinados, además de conferir la propiedad al hijo o descen-
diente favorecido, le conferirán también la posesión por el hecho de su
aceptación, salvo que en ellas se establezca otra cosa.
2. Corresponderá al cónyuge sobreviviente la administración de los bie-
nes sobre los que pendan las facultades a que se refiere el párrafo anterior.
3. El cónyuge, al ejercitar las facultades encomendadas, deberá res-
petar las legítimas estrictas de los descendientes comunes y las mejo-
ras y demás disposiciones del causante en favor de ésos.
De no respetarse la legítima estricta de algún descendiente común o
la cuota de participación en los bienes relictos que en su favor hubiere
ordenado el causante, el perjudicado podrá pedir que se rescindan los
actos del cónyuge en cuanto sea necesario para dar satisfacción al inte-
rés lesionado.
Se entenderán respetadas las disposiciones del causante a favor de los
hijos o descendientes comunes y las legítimas cuando unas u otras resul-
ten suficientemente satisfechas aunque en todo o en parte lo hayan sido
con bienes pertenecientes sólo al cónyuge que ejercite las facultades.
4. La concesión al cónyuge de las facultades expresadas no alterará
el régimen de las legítimas ni el de las disposiciones del causante,
cuando el favorecido por unas u otras no sea descendiente común. En
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Este derecho de habitación se atribuirá por ministerio de la ley en
las mismas condiciones al legitimario discapacitado que lo necesite y
que estuviera conviviendo con el fallecido, a menos que el testador
hubiera dispuesto otra cosa o lo hubiera excluido expresamente, pero su
titular no podrá impedir que continúen conviviendo los demás legitima-
rios mientras lo necesiten.
El derecho a que se refieren los dos párrafos anteriores será intransmisible.
Lo dispuesto en los dos primeros párrafos no impedirá la atribución
al cónyuge de los derechos regulados en los artículos 1406 y 1407 de
este Código, que coexistirán con el de habitación." 
Seis. El artículo 831 del Código Civil quedará redactado en los
siguientes términos:
"Artículo 831.
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, podrán conferirse
facultades al cónyuge en testamento para que, fallecido el testador,
pueda realizar a favor de los hijos o descendientes comunes mejoras
incluso con cargo al tercio de libre disposición y, en general, adjudica-
ciones o atribuciones de bienes concretos por cualquier título o concep-
to sucesorio o particiones, incluidas las que tengan por objeto bienes de
la sociedad conyugal disuelta que esté sin liquidar.
Estas mejoras, adjudicaciones o atribuciones podrán realizarse por
el cónyuge en uno o varios actos, simultáneos o sucesivos. Si no se le
hubiere conferido la facultad de hacerlo en su propio testamento o no
se le hubiere señalado plazo, tendrá el de dos años contados desde la
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"Artículo 1732.
El mandato se acaba:
1.º Por su revocación.
2.º Por renuncia o incapacitación del mandatario.
3.º Por muerte, declaración de prodigalidad o por concurso
o insolvencia del mandante o del mandatario.
El mandato se extinguirá, también, por la incapacitación sobreveni-
da del mandante a no ser que en el mismo se hubiera dispuesto su con-
tinuación o el mandato se hubiera dado para el caso de incapacidad del
mandante apreciada conforme a lo dispuesto por éste. En estos casos,
el mandato podrá terminar por resolución judicial dictada al constituir-
se el organismo tutelar o posteriormente a instancia del tutor."
Artículo 12. Modificación del Código Civil en materia del contrato de
alimentos.
Uno. Se crea un nuevo capítulo II dentro del título XII del libro IV del
Código Civil, bajo la rúbrica "Del contrato de alimentos", que engloba
los artículos 1791 a 1797.
Dos. Los artículos 1791 a 1797 del Código Civil quedarán redacta-
dos en los siguientes términos:
"Artículo 1791.
Por el contrato de alimentos una de las partes se obliga a proporcio-
nar vivienda, manutención y asistencia de todo tipo a una persona
durante su vida, a cambio de la transmisión de un capital en cualquier
clase de bienes y derechos.
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tal caso, el cónyuge que no sea pariente en línea recta del favorecido
tendrá poderes, en cuanto a los bienes afectos a esas facultades, para
actuar por cuenta de los descendientes comunes en los actos de ejecu-
ción o de adjudicación relativos a tales legítimas o disposiciones.
Cuando algún descendiente que no lo sea del cónyuge supérstite
hubiera sufrido preterición no intencional en la herencia del premuerto,
el ejercicio de las facultades encomendadas al cónyuge no podrá
menoscabar la parte del preterido.
5. Las facultades conferidas al cónyuge cesarán desde que hubiere
pasado a ulterior matrimonio o a relación de hecho análoga o tenido
algún hijo no común, salvo que el testador hubiera dispuesto otra cosa.
6. Las disposiciones de los párrafos anteriores también serán de
aplicación cuando las personas con descendencia común no estén
casadas entre sí."
Siete. Se añade un segundo párrafo al artículo 1041 del Código Civil
con la siguiente redacción:
"Tampoco estarán sujetos a colación los gastos realizados por los
padres y ascendientes para cubrir las necesidades especiales de sus
hijos o descendientes con discapacidad."
Artículo 11. Modificación del Código Civil en materia del mandato.
El artículo 1732 del Código Civil quedará redactado en los siguien-
tes términos:
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contrato, y, en cambio, el juez podrá, en atención a las circunstancias,
acordar que la restitución que, con respeto de lo que dispone el artícu-
lo siguiente, corresponda al alimentista quede total o parcialmente
aplazada, en su beneficio, por el tiempo y con las garantías que se
determinen.
Artículo 1796.
De las consecuencias de la resolución del contrato, habrá de resultar
para el alimentista, cuando menos, un superávit suficiente para consti-
tuir, de nuevo, una pensión análoga por el tiempo que le quede de vida.
Artículo 1797.
Cuando los bienes o derechos que se transmitan a cambio de los ali-
mentos sean registrables, podrá garantizarse frente a terceros el dere-
cho del alimentista con el pacto inscrito en el que se dé a la falta de
pago el carácter de condición resolutoria explícita, además de mediante
el derecho de hipoteca regulado en el artículo 157 de la Ley
Hipotecaria."
Artículo 13. Incorporación de una disposición adicional en el
Código Civil.
Se añade una disposición adicional cuarta en el Código Civil.
"Disposición adicional cuarta.
La referencia que a personas con discapacidad se realiza en los artí-
culos 756, 822 y 1041, se entenderá hecha al concepto definido en la
Ley de protección patrimonial de las personas con discapacidad y de
Modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la
Normativa Tributaria con esta finalidad."
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Artículo 1792.
De producirse la muerte del obligado a prestar los alimentos o de
concurrir cualquier circunstancia grave que impida la pacífica convi-
vencia de las partes, cualquiera de ellas podrá pedir que la prestación
de alimentos convenida se pague mediante la pensión actualizable a
satisfacer por plazos anticipados que para esos eventos hubiere sido
prevista en el contrato o, de no haber sido prevista, mediante la que se
fije judicialmente.
Artículo 1793.
La extensión y calidad de la prestación de alimentos serán las que
resulten del contrato y, a falta de pacto en contrario, no dependerá de
las vicisitudes del caudal y necesidades del obligado ni de las del cau-
dal de quien los recibe.
Artículo 1794.
La obligación de dar alimentos no cesará por las causas a que se
refiere el artículo 152, salvo la prevista en su apartado primero.
Artículo 1795.
El incumplimiento de la obligación de alimentos dará derecho al ali-
mentista sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1792, para optar
entre exigir el cumplimiento, incluyendo el abono de los devengados
con anterioridad a la demanda, o la resolución del contrato, con aplica-
ción, en ambos casos, de las reglas generales de las obligaciones recí-
procas.
En caso de que el alimentista opte por la resolución, el deudor de los
alimentos deberá restituir inmediatamente los bienes que recibió por el
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nios protegidos de las personas discapacitadas, aportaciones y contribu-
ciones a los sistemas de previsión social y pensiones compensatorias, lo
cual dará lugar a las bases liquidables general y especial."
Dos. Se añade un apartado 4 al artículo 16, que quedará redactado
en los siguientes términos:
"4. Las aportaciones realizadas al patrimonio protegido de las personas
con discapacidad, regulado en la Ley de Protección Patrimonial de las
Personas con Discapacidad y de Modificación del Código Civil, de la Ley
de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad, ten-
drán el siguiente tratamiento fiscal para el contribuyente discapacitado:
a) Cuando los aportantes sean contribuyentes del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas, tendrán la consideración de rendimien-
tos del trabajo hasta el importe de 8.000 euros anuales por cada apor-
tante y 24.250 euros anuales en conjunto.
Asimismo, y con independencia de los límites indicados en el párra-
fo anterior, cuando los aportantes sean sujetos pasivos del Impuesto
sobre Sociedades, tendrán la consideración de rendimientos del trabajo
siempre que hayan sido gasto deducible en el Impuesto sobre
Sociedades con el límite de 8.000 euros anuales.
Estos rendimientos se integrarán en la base imponible del contribu-
yente discapacitado titular del patrimonio protegido por el importe en
que la suma de tales rendimientos y las prestaciones recibidas en forma
de renta a que se refiere el apartado 3 del artículo 17 de esta ley exce-
da de dos veces al salario mínimo interprofesional.
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Artículo 14. Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de
Enjuiciamiento Civil, en materia de procesos sobre la capacidad de las
personas.
El apartado 1 del artículo 757 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de
Enjuiciamiento Civil, tendrá la siguiente redacción:
"Artículo 757.
1. La declaración de incapacidad puede promoverla el presunto
incapaz, el cónyuge o quien se encuentre en una situación de hecho
asimilable, los descendientes, los ascendientes, o los hermanos del pre-
sunto incapaz."
CAPÍTULO III
Modificación de la normativa tributaria
Artículo 15. Modificación de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas
Tributarias.
Con efectos para los periodos impositivos que se inicien a partir del
1 de enero de 2004, se introducen las siguientes modificaciones en la
Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas y otras Normas Tributarias:
Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 15, que quedará redac-
tado en los siguientes términos:
"4. La base liquidable será el resultado de practicar en la base imponi-
ble, en los términos previstos en esta ley, las reducciones por rendimien-
tos del trabajo, prolongación de la actividad laboral, movilidad geográfica,
cuidado de hijos, edad, asistencia, discapacidad, aportaciones a patrimo-
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y 48 ter de esta ley, sin que pueda resultar negativa como consecuencia
de dichas disminuciones.
La base liquidable especial será el resultado de disminuir la parte
especial de la base imponible en el remanente, si lo hubiere, de las
reducciones previstas en el párrafo anterior sin que pueda resultar
negativa como consecuencia de tal disminución."
Cuatro. Se añade un artículo 47 sexies que quedará redactado en los
siguientes términos:
"Artículo 47 sexies. Reducciones por aportaciones a patrimonios pro-
tegidos de las personas discapacitadas.
1. Las aportaciones al patrimonio protegido del contribuyente disca-
pacitado efectuadas por las personas que tengan con el discapacitado
una relación de parentesco en línea directa o colateral hasta el tercer
grado inclusive, así como por el cónyuge del discapacitado o por aque-
llos que lo tuviesen a su cargo en régimen de tutela o acogimiento,
darán derecho a reducir la base imponible del aportante, con el límite
máximo de 8.000 euros anuales.
El conjunto de las reducciones practicadas por todas las personas
que efectúen aportaciones a favor de un mismo patrimonio protegido no
podrá exceder de 24.250 euros anuales.
A estos efectos, cuando concurran varias aportaciones a favor de un
mismo patrimonio protegido, las reducciones correspondientes a dichas
aportaciones habrán de ser minoradas de forma proporcional sin que,
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Cuando las aportaciones se realicen por sujetos pasivos del Impuesto
sobre Sociedades a favor de los patrimonios protegidos de los parientes,
cónyuges o personas a cargo de los empleados del aportante, única-
mente tendrán la consideración de rendimiento del trabajo para el titu-
lar del patrimonio protegido.
Los rendimientos a que se refiere este párrafo a) no estarán sujetos a
retención o ingreso a cuenta.
b) En el caso de aportaciones no dinerarias, el contribuyente disca-
pacitado titular del patrimonio protegido se subrogará en la posición del
aportante respecto de la fecha y el valor de adquisición de los bienes y
derechos aportados, pero sin que, a efectos de ulteriores transmisiones,
le resulte de aplicación lo previsto en la disposición transitoria novena
de esta ley.
A la parte de la aportación no dineraria sujeta al Impuesto sobre
Sucesiones y Donaciones se aplicará, a efectos de calcular el valor y la
fecha de adquisición, lo establecido en el artículo 34 de esta ley.
c) No estará sujeta al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones la
parte de las aportaciones que tenga para el perceptor la consideración
de rendimientos del trabajo." Tres. Se modifica el apartado 1 del artícu-
lo 46, que quedará redactado en los siguientes términos:
"1. La base liquidable general estará constituida por el resultado de
practicar en la parte general de la base imponible, exclusivamente y por
este orden, las reducciones a que se refieren los artículos 46 bis, 46
ter, 46 quáter, 47, 47 bis, 47 ter, 47 quinquies, 47 sexies, 48, 48 bis
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4. No generarán el derecho a reducción las aportaciones de elemen-
tos afectos a la actividad que realicen los contribuyentes por el
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que realicen activida-
des económicas.
En ningún caso darán derecho a reducción las aportaciones efectua-
das por el propio contribuyente discapacitado titular del patrimonio pro-
tegido.
5. La disposición en el período impositivo en que se realiza la apor-
tación o en los cuatro siguientes de cualquier bien o derecho aportado
al patrimonio protegido de la persona con discapacidad determinará las
siguientes obligaciones fiscales:
a) Si el aportante fue un contribuyente del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas, dicho aportante deberá integrar en la base
imponible del período impositivo en que se produzca el acto de disposi-
ción, las cantidades reducidas de la base imponible correspondientes a
las disposiciones realizadas más los intereses de demora que procedan.
b) Cualquiera que haya sido el aportante el titular del patrimonio
protegido que recibió la aportación deberá integrar en la base imponible
del período impositivo en que se produzca el acto de disposición, la
cantidad que hubiera dejado de integrar en el período impositivo en que
recibió la aportación como consecuencia de la aplicación de lo dispues-
to en el apartado 4 del artículo 16 de esta ley, más los intereses de
demora que procedan.
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en ningún caso, el conjunto de las reducciones practicadas por todas
las personas físicas que realicen aportaciones a favor de un mismo
patrimonio protegido pueda exceder de 24.250 euros anuales.
2. Las aportaciones que excedan de los límites previstos en el apar-
tado anterior darán derecho a reducir la base imponible de los cuatro
períodos impositivos siguientes, hasta agotar, en su caso, en cada uno
de ellos los importes máximos de reducción.
Lo dispuesto en el párrafo anterior también resultará aplicable en los
supuestos en que no proceda la reducción por insuficiencia de base
imponible.
Cuando concurran en un mismo período impositivo reducciones de
la base imponible por aportaciones efectuadas en el ejercicio con
reducciones de ejercicios anteriores pendientes de aplicar, se practica-
rán en primer lugar las reducciones procedentes de los ejercicios ante-
riores, hasta agotar los importes máximos de reducción.
3. Tratándose de aportaciones no dinerarias se tomará como importe
de la aportación el que resulte de lo previsto en el artículo 18 de la Ley
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin
fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Estarán exentas del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
las ganancias patrimoniales que se pongan de manifiesto en el aportan-
te con ocasión de las aportaciones a los patrimonios protegidos.
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Cinco. Se añade un apartado 5 al artículo 86 que quedará redactado
en los siguientes términos:
"5. Los contribuyentes de este impuesto que sean titulares del patri-
monio protegido regulado en la Ley de Protección Patrimonial de las
Personas con Discapacidad y de Modificación del Código Civil, de la
Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finali-
dad, deberán presentar una declaración en la que se indique la compo-
sición del patrimonio, las aportaciones recibidas y las disposiciones rea-
lizadas durante el periodo impositivo, en los términos que reglamenta-
riamente se establezcan."
Seis. Se añade un nuevo apartado 5 a la disposición adicional deci-
mocuarta, que quedará redactado en los siguientes términos:
"5. Las personas que, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 3
y 4 de la Ley de Protección Patrimonial de las Personas con
Discapacidad y de Modificación del Código Civil, de la Ley de
Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad,
intervengan en la formalización de las aportaciones a los patrimonios
protegidos, deberán presentar una declaración sobre las citadas aporta-
ciones en los términos que reglamentariamente se establezcan. La
declaración se efectuará en el lugar, forma y plazo que establezca el
Ministro de Hacienda."
Artículo 16. Modificación de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre,
del Impuesto sobre Sociedades.
Con efectos para los periodos impositivos que se inicien a partir del
1 de enero de 2004, se modifican el título y el contenido del artículo
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En los casos en que la aportación se hubiera realizado al patrimonio
protegido de los parientes, cónyuges o personas a cargo de los trabaja-
dores en régimen de tutela o acogimiento, a que se refiere el apartado 1
de este artículo, por un sujeto pasivo del Impuesto de Sociedades, la
obligación descrita en el párrafo anterior deberá ser cumplida por dicho
trabajador.
c) A los efectos de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 36 quá-
ter de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades, el trabajador titular del patrimonio protegido deberá comu-
nicar al empleador que efectuó las aportaciones, las disposiciones que
se hayan realizado en el período impositivo.
En los casos en que la disposición se hubiera efectuado en el patrimo-
nio protegido de los parientes, cónyuges o personas a cargo de los trabaja-
dores en régimen de tutela o acogimiento, la comunicación a que se refie-
re el párrafo anterior también deberá efectuarla dicho trabajador.
La falta de comunicación constituirá infracción tributaria simple,
sancionable con multa de 100 a 800 euros.
A los efectos previstos en este apartado, tratándose de bienes o dere-
chos homogéneos se entenderá que fueron dispuestos los aportados en
primer lugar.
No se aplicará lo dispuesto en este apartado en caso de fallecimien-
to del titular del patrimonio protegido, del aportante o de los trabajado-
res a los que se refiere el apartado 2 del artículo 36 quáter de la Ley
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.
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b) Las aportaciones que excedan del límite previsto en la letra ante-
rior darán derecho a practicar la deducción en los cuatro períodos impo-
sitivos siguientes, hasta agotar, en su caso, en cada uno de ellos el
importe máximo que genera el derecho a deducción.
Cuando concurran en un mismo período impositivo deducciones en
la cuota por aportaciones efectuadas en el ejercicio, con deducciones
pendientes de practicar de ejercicios anteriores se practicarán, en pri-
mer lugar, las deducciones procedentes de las aportaciones de los ejer-
cicios anteriores, hasta agotar el importe máximo que genera el derecho
a deducción.
c) Tratándose de aportaciones no dinerarias se tomará como importe
de la aportación el que resulte de lo previsto en el artículo 18 de la Ley
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin
fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Estarán exentas del Impuesto sobre Sociedades las rentas positivas
que se pongan de manifiesto con ocasión de las contribuciones empre-
sariales a patrimonios protegidos.
3. Cuando se trate de trabajadores con retribuciones brutas anuales
iguales o superiores a 27.000 euros, la deducción prevista en los apar-
tados 1 y 2 anteriores se aplicará sobre la parte proporcional de las con-
tribuciones empresariales y aportaciones que correspondan al importe
de la retribución bruta anual reseñado en dichos apartados.
4. Esta deducción no se podrá aplicar respecto de las contribuciones
realizadas al amparo del régimen transitorio establecido en las disposi-
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36 quáter de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades, que quedará redactado en los siguientes términos:
"Artículo 36 quáter. Deducción por contribuciones empresariales a
planes de pensiones de empleo, a mutualidades de previsión social que
actúen como instrumento de previsión social empresarial o por aporta-
ciones a patrimonios protegidos de las personas con discapacidad.
1. El sujeto pasivo podrá practicar una deducción en la cuota íntegra
del 10 por ciento de las contribuciones empresariales imputadas a favor
de los trabajadores con retribuciones brutas anuales inferiores a 27.000
euros, siempre que tales contribuciones se realicen a planes de pensiones
de empleo o a mutualidades de previsión social que actúen como instru-
mento de previsión social de los que sea promotor el sujeto pasivo.
2. Asimismo, el sujeto pasivo podrá practicar una deducción en la
cuota íntegra del 10 por ciento de las aportaciones realizadas a favor de
patrimonios protegidos de los trabajadores con retribuciones brutas
anuales inferiores a 27.000 euros, o de sus parientes en línea directa o
colateral hasta el tercer grado inclusive, de sus cónyuges o de las perso-
nas a cargo de dichos trabajadores en régimen de tutela o acogimiento
regulados en la Ley de Protección Patrimonial de las Personas con
Discapacidad y de Modificación del Código Civil, de la Ley de
Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad, de
acuerdo con las siguientes reglas:
a) Las aportaciones que generen el derecho a practicar la deducción
prevista en este apartado no podrán exceder de 8.000 euros anuales
por cada trabajador o persona discapacitada.
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"20. Las aportaciones a los patrimonios protegidos de las personas
con discapacidad regulados en la Ley de protección patrimonial de las
personas con discapacidad, de Modificación del Código Civil, de la Ley
de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad."
Disposición adicional primera. Actos de jurisdicción voluntaria.
Las actuaciones judiciales previstas en el capítulo I de esta ley se
tramitarán como actos de jurisdicción voluntaria sin que la oposición
que pudiera hacerse a la solicitud promovida transforme en contencioso
el expediente.
Disposición adicional segunda. Exención en el Impuesto sobre el
Patrimonio.
Las comunidades autónomas podrán declarar la exención en el
Impuesto sobre el Patrimonio, de los bienes y derechos referidos en la
Ley de protección patrimonial de las personas con discapacidad, de
modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la
normativa tributaria con esta finalidad.
Disposición final primera. Título competencial.
Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.a,
8.a y 14.a de la Constitución.
Disposición final segunda. Desarrollo reglamentario.
El Gobierno aprobará las disposiciones reglamentarias necesarias
para el desarrollo de esta ley en el plazo de seis meses desde su entra-
da en vigor.
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ciones transitorias decimocuarta, decimoquinta y decimosexta de la Ley
30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los
Seguros Privados.
Asimismo, no será aplicable en el caso de compromisos específicos
asumidos con los trabajadores como consecuencia de un expediente de
regulación de empleo.
5. Cuando se efectúen disposiciones de bienes o derechos aportados
al patrimonio protegido de los trabajadores, de sus parientes, cónyuges
o personas a cargo de los trabajadores en régimen de tutela o acogi-
miento, en los términos previstos en los párrafos b) y c) del apartado 5
del artículo 47 sexies de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el sujeto pasivo que
efectuó la aportación, en el período en que se hayan incumplido los
requisitos, conjuntamente con la cuota correspondiente a su período
impositivo, ingresará la cantidad deducida conforme a lo previsto en
este artículo, además de los intereses de demora."
Artículo 17. Modificación del Real Decreto Legislativo 1/1993, de
24 de septiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos
Documentados.
Con efectos a partir del 1 de enero de 2004, se añade un nuevo
apartado 20 a la letra B) del artículo 45.I texto refundido de la Ley del
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos
Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de
24 de septiembre, que quedará redactado en los siguientes términos:
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III. LEY 62/2003, de 30 de diciembre, 
de medidas fiscales, 
administrativas y del orden social
(Igualdad de trato en el empleo). 
Disposición final tercera. Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en
el "Boletín Oficial del Estado".
Por tanto, Mando a todos los españoles, particulares y autoridades,
que guarden y hagan guardar esta ley.
Madrid, 18 de noviembre de 2003.
JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno, 
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ 
94
II. LEY 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial de las personas
con discapacidad y de modificación del Código Civil, de la Ley de
Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria con esta finalidad. 
Libro CERMI_9_Ok  2/2/04  11:04  Página 94
empleo y la ocupación, que pretende luchar contra las discriminaciones
basadas en la religión o convicciones, la discapacidad, la edad y la
orientación sexual. 
Mediante las medidas incluidas en este Capítulo se adecua la legis-
lación española a estas dos directivas procediendo a su transposición a
nuestro derecho. Además, se establece un marco legal general para
combatir la discriminación por el origen racial o étnico de las personas
en todos los ámbitos, se aborda la definición legal de la discrimina-
ción, directa e indirecta, y se moderniza la regulación de la igualdad
de trato y la no discriminación en el trabajo, modificándose, entre
otros, determinados preceptos del Estatuto de los Trabajadores, de la
Ley de Integración Social de los Minusválidos, de la Ley de
Procedimiento Laboral, de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el
Orden Social y de la legislación en materia de función pública, si bien
estas últimas modificaciones por razones sistemáticas se integran en
el título III. 
CAPÍTULO III
Medidas para la aplicación del principio de igualdad de trato
SECCIÓN 1.a DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 27. Objeto y ámbito de aplicación de este capítulo.
1. Este capítulo tiene por objeto establecer medidas para la aplica-
ción real y efectiva del principio de igualdad de trato y no discrimina-
ción, en particular por razón de origen racial o étnico, religión o convic-
ciones, discapacidad, edad u orientación sexual, en los términos que en
cada una de sus secciones se establecen.
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JEFATURA DEL ESTADO
BOE 313/2003. Publicado el 31 de diciembre de 2003
LEY 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrati-
vas y del orden social.
JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar
la siguiente ley.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
(…) 
Dentro del título II, mediante un capítulo específico, se establecen
diversas medidas para la aplicación del principio de igualdad de trato,
medidas que vienen a reforzar y complementar las numerosas normas
que ya conforman nuestro ordenamiento jurídico en todos los ámbitos
en materia de no discriminación por todas las causas amparadas por el
artículo 14 de la Constitución. Con la base jurídica del artículo 13 del
Tratado de la Comunidad Europea, se aprobaron en 2000 dos directi-
vas: en primer lugar, la Directiva 2000/43/CE del Consejo, de 29 de
junio de 2000, relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato
de las personas independientemente de su origen racial o étnico, que
aborda tal principio en diversos ámbitos; en segundo lugar, la Directiva
2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al
establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el
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2. Cualquier orden de discriminar a las personas por razón de origen
racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación
sexual se considerará en todo caso discriminación. El acoso por razón de
origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u
orientación sexual se consideran en todo caso actos discriminatorios.
(…) 
SECCIÓN 3.a 
MEDIDAS EN MATERIA DE IGUALDAD DE TRATO Y 
NO DISCRIMINACIÓN EN EL TRABAJO
Artículo 34. Ámbito de aplicación de la Sección 3.a
1. Esta sección tiene por objeto establecer medidas para que el prin-
cipio de igualdad de trato y no discriminación sea real y efectivo en el
acceso al empleo, la afiliación y la participación en las organizaciones
sindicales y empresariales, las condiciones de trabajo, la promoción
profesional y la formación profesional ocupacional y continua, así como
en el acceso a la actividad por cuenta propia y al ejercicio profesional y
la incorporación y participación en cualquier organización cuyos miem-
bros desempeñen una profesión concreta.
2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, el principio de
igualdad de trato supone la ausencia de toda discriminación directa o
indirecta por razón del origen racial o étnico, la religión o convicciones,
la discapacidad, la edad o la orientación sexual de una persona. Las
diferencias de trato basadas en una característica relacionada con cual-
quiera de las causas a que se refiere el párrafo anterior no supondrán
discriminación cuando, debido a la naturaleza de la actividad profesio-
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2. Este capítulo será de aplicación a todas las personas, tanto en el
sector público como en el sector privado.
Artículo 28. Definiciones.
1. A los efectos de este capítulo se entenderá por:
a) Principio de igualdad de trato: la ausencia de toda discriminación
directa o indirecta por razón del origen racial o étnico, la religión o convic-
ciones, la discapacidad, la edad o la orientación sexual de una persona. 
b) Discriminación directa: cuando una persona sea tratada de mane-
ra menos favorable que otra en situación análoga por razón de origen
racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orienta-
ción sexual.
c) Discriminación indirecta: cuando una disposición legal o regla-
mentaria, una cláusula convencional o contractual, un pacto individual
o una decisión unilateral, aparentemente neutros, puedan ocasionar
una desventaja particular a una persona respecto de otras por razón de
origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u
orientación sexual, siempre que objetivamente no respondan a una fina-
lidad legítima y que los medios para la consecución de esta finalidad no
sean adecuados y necesarios.
d) Acoso: toda conducta no deseada relacionada con el origen racial
o étnico, la religión o convicciones, la discapacidad, la edad o la orien-
tación sexual de una persona, que tenga como objetivo o consecuencia
atentar contra su dignidad y crear un entorno intimidatorio, humillante
u ofensivo.
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"c) A no ser discriminados directa o indirectamente para el empleo,
o una vez empleados, por razones de sexo, estado civil, edad dentro de
los límites marcados por esta ley, origen racial o étnico, condición
social, religión o convicciones, ideas políticas, orientación sexual, afilia-
ción o no a un sindicato, así como por razón de lengua, dentro del
Estado español. Tampoco podrán ser discriminados por razón de disca-
pacidad, siempre que se hallasen en condiciones de aptitud para
desempeñar el trabajo o empleo de que se trate."
Dos. 
El párrafo e) del apartado 2 del artículo 4 del texto refundido de la
Ley del Estatuto de los Trabajadores queda redactado en los siguientes
términos:
"e) Al respeto de su intimidad y a la consideración debida a su digni-
dad, comprendida la protección frente a ofensas verbales y físicas de
naturaleza sexual y frente al acoso por razón de origen racial o étnico,
religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual."
Tres. 
El apartado 2 del artículo 16 del texto refundido de la Ley del
Estatuto de los Trabajadores queda redactado de la siguiente forma: 
"2. Se prohíbe la existencia de agencias de colocación con fines
lucrativos. El servicio público de empleo podrá autorizar, en las condi-
ciones que se determinen en el correspondiente convenio de colabora-
ción y previo informe del Consejo General del Instituto Nacional de
Empleo, la existencia de agencias de colocación sin fines lucrativos,
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nal concreta de que se trate o al contexto en que se lleve a cabo, dicha
característica constituya un requisito profesional esencial y determinan-
te, siempre que el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado.
Artículo 35. Medidas de acción positiva. 
Para garantizar en la práctica la plena igualdad por razón de origen
racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad y orientación
sexual, el principio de igualdad de trato no impedirá que se mantengan o
se adopten medidas específicas a favor de determinados colectivos des-
tinadas a prevenir o compensar las desventajas que les afecten relativas
a las materias incluidas en el ámbito de aplicación de esta sección.
Artículo 36. Carga de la prueba. 
En aquellos procesos del orden jurisdiccional civil y del orden jurisdic-
cional contencioso-administrativo en que de las alegaciones de la parte
actora se deduzca la existencia de indicios fundados de discriminación por
razón del origen racial o étnico, la religión o convicciones, la discapacidad,
la edad o la orientación sexual de las personas respecto de las materias
incluidas en el ámbito de aplicación de esta sección, corresponderá al
demandado la aportación de una justificación objetiva y razonable, sufi-
cientemente probada, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad.
Artículo 37. Modificaciones del texto refundido de la Ley del
Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo
1/1995, de 24 de marzo. 
Uno. 
El párrafo c) del apartado 2 del artículo 4 del texto refundido de la Ley
del Estatuto de los Trabajadores queda redactado de la siguiente forma:
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Cinco. 
Se introduce un nuevo párrafo g) en el apartado 2 del artículo 54 del
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores con la
siguiente redacción:
"g) El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o conviccio-
nes, discapacidad, edad u orientación sexual al empresario o a las per-
sonas que trabajan en la empresa." 
Artículo 38. Modificaciones de la Ley 13/1982, de 7 de abril, de
Integración Social de los Minusválidos. 
Uno. 
El artículo 37 de la Ley 13/1982, de 7 de abril, queda redactado de
la siguiente forma: 
"1. Será finalidad primordial de la política de empleo de trabajado-
res con discapacidad su integración, en condiciones que garanticen la
aplicación del principio de igualdad de trato, en el sistema ordinario de
trabajo o, en su defecto, su incorporación al sistema productivo
mediante la fórmula especial de trabajo protegido que se menciona en
el artículo 41. 
2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entenderá por
principio de igualdad de trato la ausencia de toda discriminación direc-
ta e indirecta basada en la discapacidad. 
3. Existirá discriminación directa cuando una persona sea tratada de
manera menos favorable que otra en situación análoga por motivo de su
discapacidad. Existirá discriminación indirecta cuando una disposición
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siempre que la remuneración que reciban del empresario o del trabaja-
dor se limite exclusivamente a los gastos ocasionados por los servicios
prestados. Dichas agencias deberán garantizar, en su ámbito de actua-
ción, el principio de igualdad en el acceso al empleo, no pudiendo esta-
blecer discriminación alguna basada en motivos de origen, incluido el
racial o étnico, sexo, edad, estado civil, religión o convicciones, opinión
política, orientación sexual, afiliación sindical, condición social, lengua
dentro del Estado y discapacidad, siempre que los trabajadores se
hallasen en condiciones de aptitud para desempeñar el trabajo o
empleo de que se trate."
Cuatro. 
El apartado 1 del artículo 17 del texto refundido de la Ley del
Estatuto de los Trabajadores queda modificado de la siguiente manera: 
"1. Se entenderán nulos y sin efecto los preceptos reglamentarios,
las cláusulas de los convenios colectivos, los pactos individuales y las
decisiones unilaterales del empresario que contengan discriminaciones
directas o indirectas desfavorables por razón de edad o discapacidad o
favorables o adversas en el empleo, así como en materia de retribucio-
nes, jornada y demás condiciones de trabajo por circunstancias de
sexo, origen, incluido el racial o étnico, estado civil, condición social,
religión o convicciones, ideas políticas, orientación sexual, adhesión o
no a sindicatos y a sus acuerdos, vínculos de parentesco con otros tra-
bajadores en la empresa y lengua dentro del Estado español.
Serán igualmente nulas las decisiones del empresario que supongan un
trato desfavorable de los trabajadores como reacción ante una reclamación
efectuada en la empresa o ante una acción judicial destinada a exigir el
cumplimiento del principio de igualdad de trato y no discriminación."
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financieros y de otro tipo que las medidas impliquen y el tamaño y el
volumen de negocios total de la organización o empresa."
Artículo 39. Modificaciones de la Ley 45/1999, de 29 de noviem-
bre, sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco de una presta-
ción de servicios transnacional.
El párrafo c) del apartado 1 del artículo 3 de la Ley 45/1999, de 29
de noviembre, queda redactado de la siguiente forma:
"c) La igualdad de trato y la no discriminación directa o indirecta por
razón de sexo, origen, incluido el racial o étnico, estado civil, edad den-
tro de los límites legalmente marcados, condición social, religión o con-
vicciones, ideas políticas, orientación sexual, afiliación o no a un sindi-
cato y a sus acuerdos, vínculos de parentesco con otros trabajadores en
la empresa, lengua o discapacidad, siempre que los trabajadores se
hallasen en condiciones de aptitud para desempeñar el trabajo o
empleo de que se trate."
Artículo 40. Modificaciones del texto refundido de la Ley de
Procedimiento Laboral, aprobado por el Real Decreto Legislativo
2/1995, de 7 de abril.
Uno. 
El artículo 96 del texto refundido de la Ley de Procedimiento
Laboral queda redactado de la siguiente forma:
"Artículo 96. En aquellos procesos en que de las alegaciones de la
parte actora se deduzca la existencia de indicios fundados de discrimi-
nación por razón de sexo, origen racial o étnico, religión o convicciones,
discapacidad, edad u orientación sexual, corresponderá al demandado
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legal o reglamentaria, una cláusula convencional o contractual, un
pacto individual o una decisión unilateral del empresario, aparentemen-
te neutros, puedan ocasionar una desventaja particular a las personas
con discapacidad respecto de otras personas, siempre que objetivamen-
te no respondan a una finalidad legítima y que los medios para la con-
secución de esta finalidad no sean adecuados y necesarios, o salvo que
el empresario venga obligado a adoptar medidas adecuadas, en función
de las necesidades de cada situación concreta y de acuerdo con el artí-
culo 37 bis de esta ley, para eliminar las desventajas que supone esa
disposición, cláusula, pacto o decisión."
Dos. 
Se introduce un nuevo artículo 37 bis en la Ley 13/1982, de 7 de
abril, con la siguiente redacción:
"1. Para garantizar la plena igualdad en el trabajo, el principio de
igualdad de trato no impedirá que se mantengan o adopten medidas
específicas destinadas a prevenir o compensar las desventajas ocasio-
nadas por motivo de discapacidad.
2. Los empresarios están obligados a adoptar las medidas adecuadas
para la adaptación del puesto de trabajo y la accesibilidad de la empre-
sa, en función de las necesidades de cada situación concreta, con el fin
de permitir a las personas con discapacidad acceder al empleo, desem-
peñar su trabajo, progresar profesionalmente y acceder a la formación,
salvo que esas medidas supongan una carga excesiva para el empresa-
rio. Para determinar si una carga es excesiva se tendrá en cuenta si es
paliada en grado suficiente mediante las medidas, ayudas o subvencio-
nes públicas para personas con discapacidad, así como los costes
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adhesión o no a sindicatos y a sus acuerdos, vínculos de parentesco con
otros trabajadores en la empresa o lengua dentro del Estado español,
así como las decisiones del empresario que supongan un trato desfavo-
rable de los trabajadores como reacción ante una reclamación efectua-
da en la empresa o ante una acción judicial destinada a exigir el cum-
plimiento del principio de igualdad de trato y no discriminación."
Dos. 
Se añade un apartado 13 bis al artículo 8 de la Ley sobre
Infracciones y Sanciones en el Orden Social que queda redactado de la
siguiente forma:
"13 bis. El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o con-
vicciones, discapacidad, edad y orientación sexual, cuando se produz-
can dentro del ámbito a que alcanzan las facultades de dirección
empresarial, cualquiera que sea el sujeto activo del mismo, siempre
que, conocido por el empresario, éste no hubiera adoptado las medidas
necesarias para impedirlo."
Tres. 
El apartado 2 del artículo 16 de la Ley sobre Infracciones y Sanciones
en el Orden Social queda redactado en los siguientes términos:
"2. Establecer condiciones, mediante la publicidad, difusión o por
cualquier otro medio, que constituyan discriminaciones favorables o
adversas para el acceso al empleo por motivos de sexo, origen, incluido
el racial o étnico, edad, estado civil, discapacidad, religión o conviccio-
nes, opinión política, orientación sexual, afiliación sindical, condición
social y lengua dentro del Estado."
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la aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente
probada, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad." 
Dos. 
El artículo 181 del texto refundido de la Ley de Procedimiento
Laboral queda redactado de la siguiente forma:
"Artículo 181. 
Las demandas de tutela de los demás derechos fundamentales y
libertades públicas, incluida la prohibición de tratamiento discriminato-
rio y del acoso, que se susciten en el ámbito de las relaciones jurídicas
atribuidas al conocimiento del orden jurisdiccional social, se tramitarán
conforme a las disposiciones establecidas en este capítulo. En dichas
demandas se expresarán el derecho o derechos fundamentales que se
estimen infringidos." 
Artículo 41. Modificaciones del texto refundido de la Ley sobre
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real
Decreto legislativo 5/2000, de 4 de agosto.
Uno. 
El apartado 12 del artículo 8 de la Ley sobre Infracciones y
Sanciones en el Orden Social queda redactado de la siguiente forma: 
"12. Las decisiones unilaterales del empresario que impliquen dis-
criminaciones directas o indirectas desfavorables por razón de edad o
discapacidad o favorables o adversas en materia de retribuciones, jorna-
das, formación, promoción y demás condiciones de trabajo, por circuns-
tancias de sexo, origen, incluido el racial o étnico, estado civil, condi-
ción social, religión o convicciones, ideas políticas, orientación sexual,
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Artículo 51. Modificaciones del texto articulado de la Ley de
Funcionarios Civiles del Estado, aprobado por Decreto 315/1964, de 7
de febrero. 
Se modifican los siguientes preceptos del texto articulado de la Ley
de Funcionarios Civiles del Estado aprobado por Real Decreto
315/1964, de 7 de febrero. 
Uno.
El párrafo segundo el apartado 1 del artículo 63 de la Ley de
Funcionarios Civiles del Estado queda redactado de la siguiente forma:
"Asimismo, los funcionarios tendrán derecho al respeto de su intimidad
y a la consideración debida a su dignidad, comprendida la protección
frente a ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual y frente al acoso
por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapaci-
dad, edad u orientación sexual."
Disposición transitoria tercera. Procedimientos administrativos y pro-
cesos jurisdiccionales en materia de igualdad de trato.
Los procedimientos administrativos y los procesos jurisdiccionales
que versen sobre las materias a que se refieren el capítulo III "Medidas
para la aplicación del principio de igualdad de trato" del título II y los
apartados seis del artículo 50 y uno del artículo 51 de esta ley, iniciados
con anterioridad a la entrada en vigor de la misma, continuarán sustan-
ciándose conforme a las normas que regían a la fecha de su iniciación
109
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Artículo 42. Fomento de la igualdad en la negociación colectiva.
Los convenios colectivos podrán incluir medidas dirigidas a combatir
todo tipo de discriminación en el trabajo, a favorecer la igualdad de
oportunidades y a prevenir el acoso por razón de origen racial o étnico,
religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual.
Artículo 43. Fomento de planes de igualdad. 
Los poderes públicos fomentarán la adopción por las empresas y por
las organizaciones sindicales y empresariales de planes de igualdad a
favor de las personas con discapacidad, mediante los incentivos y medi-
das de apoyo establecidos para ello.
Artículo 50. Modificación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de
Medidas para la reforma de la Función Pública. 
Se modifican los siguientes preceptos de la Ley 30/1984, de 2 de
agosto, de Medidas para la reforma de la Función Pública.
(…)
Seis. 
El párrafo b) del apartado 1 del artículo 31 de la Ley de Medidas
para la Reforma de la Función Pública queda redactado de la siguiente
forma: 
"b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen
racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orienta-
ción sexual, sexo, lengua, opinión, lugar de nacimiento o vecindad, o
cualquier otra condición o circunstancia personal o social, así como el
acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, disca-
pacidad, edad u orientación sexual y el acoso sexual."
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IV. LEY 40/2003, de 18 de noviembre, 
de Protección a las 
Familias Numerosas. 
Disposición final decimoquinta. Fundamento constitucional del
capítulo III del título II, "Medidas para la aplicación del principio de
igualdad de trato", y de los artículos 50.seis y 51.uno.
El capítulo III, "Medidas para la aplicación del principio de igualdad
de trato", del título II y los apartados seis del artículo 50 y uno del artí-
culo 51 de esta ley se dictan al amparo de las competencias que el artí-
culo 149.1. 1.a, 6.a, 7.a y 18.a de la Constitución española atribuye en
exclusiva al Estado, relativas a la regulación de las condiciones básicas
que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los
derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales, legisla-
ción laboral y bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos.
Disposición final decimonovena. Entrada en vigor.
Uno. Esta ley entrará en vigor el día 1 de enero de 2004.
Por tanto, Mando a todos los españoles, particulares y autoridades,
que guarden y hagan guardar esta ley.
Madrid, 30 de diciembre de 2003.
JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno, 
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ 
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artículo 9.2 de nuestra Constitución establece el principio de igualdad
material, que debe llevar al legislador a introducir las medidas correcto-
ras necesarias para que los miembros de las familias numerosas no
queden en situación de desventaja en lo que se refiere al acceso a los
bienes económicos, culturales y sociales.
La regulación hasta ahora vigente en materia de protección a las fami-
lias numerosas se encuentra en la Ley 25/1971, de 19 de junio, que, si
bien ha venido siendo objeto de modificaciones, no se ajusta a la realidad
social y económica de nuestros días. Por otra parte, por tratarse de una
norma preconstitucional, muchos conceptos han quedado obsoletos y los
beneficios previstos en ella han caído en su mayor parte en desuso, no
correspondiéndose con la actual organización del Estado donde el ámbito
de competencias de las distintas Administraciones públicas es completa-
mente diferente al de la época en que se promulgó la mencionada ley.
Actualmente, las comunidades autónomas son competentes para el
reconocimiento de la condición de familia numerosa y la expedición y
renovación del título correspondiente, así como para ejercer la potestad
sancionadora en la parte y cuantía establecidas en la legislación vigente.
Por otra parte, la mayoría de las materias en que cabe reconocer beneficios
para las familias numerosas están dentro del ámbito de competencias de
las comunidades autónomas e, incluso, del de las corporaciones locales.
Por estas razones se hace precisa una actualización de la legislación
sobre protección a las familias numerosas que tenga en cuenta todos
estos aspectos y que aborde de una manera más flexible y adecuada a
la realidad social la noción de familia numerosa.
JEFATURA DEL ESTADO
BOE 277/2003. Publicado 19 de noviembre de 2003  
LEY 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias
Numerosas. 
JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar
la siguiente ley.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La familia, como núcleo fundamental de la sociedad, desempeña
múltiples funciones sociales, que la hacen merecedora de una protec-
ción específica tal como señalan numerosos instrumentos internaciona-
les, entre los que destacan la Declaración Universal de Derechos
Humanos y la Carta Social Europea. Por su parte, la Constitución
Española de 1978 establece en su artículo 39 que los poderes públicos
aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.
Dentro de las diversas realidades familiares, las llamadas familias
numerosas presentan una problemática particular por el coste que
representa para ellas el cuidado y educación de los hijos o el acceso a
una vivienda adecuada a sus necesidades. Estas circunstancias pueden
implicar una diferencia sustancial con el nivel de vida de otras familias
con menos hijos o sin ellos. En este sentido, no debe olvidarse que el
112 113
IV. LEY 40/2003, de 18 de noviembre, 
de Protección a las Familias Numerosas. Nueva legislación sobre discapacidad en España
Libro CERMI_9_Ok  2/2/04  11:04  Página 112
ejerza una actividad laboral o profesional en España, aunque residan en
otro Estado miembro, y se extiende este derecho a los nacionales de
otros países residentes en España en igualdad de condiciones que los
españoles, siempre que residan en España todos los miembros que den
derecho a los beneficios que regula la ley, en los términos establecidos
en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero.
Otra importante novedad se refiere a las categorías en que se clasifi-
can las familias numerosas, que pasan de tres a dos: general y especial,
en correspondencia con la baja natalidad que presenta nuestro país,
que aconseja agrupar, por una parte, a las familias numerosas
con menos de cinco hijos y, por otra, a las que tienen cinco o más de
cinco hijos. Sin embargo, se han introducido también algunos criterios
cualitativos para clasificar a las familias: la condición de minusválido
de los hijos, la renta familiar per cápita y el hecho de los partos, adop-
ciones o acogimientos múltiples.
En relación con el título acreditativo de la condición de familia
numerosa, será expedido por las comunidades autónomas, si bien tiene
validez en todo el territorio del Estado, y deberá ser renovado o dejado
sin efecto cuando varíe el número de miembros de la unidad familiar o
las condiciones que dieron motivo a la expedición del título y ello
suponga un cambio de categoría o la pérdida de la condición de familia
numerosa.
El título II se refiere a la acción protectora asociada a la condición
de familia numerosa. En éste se detallan aquellos beneficios que se
encuentran incluidos en el ámbito de competencias del Estado y que no
Esta ley viene a dar respuesta a esta necesidad. En el título I se
regulan las disposiciones generales de carácter básico para todo el
Estado, como son el concepto de familia numerosa, las condiciones que
deben reunir sus miembros, las distintas categorías en que se clasifican
estas familias y los procedimientos de reconocimiento, renovación,
modificación o pérdida del título.
Las principales novedades que se incorporan en este título I se refie-
ren al concepto de familia numerosa a efectos de esta ley, ya que se
incluyen nuevas situaciones familiares (supuestos de monoparentali-
dad, ya sean de origen, ya sean derivados de la ruptura de una relación
matrimonial por separación, divorcio o fallecimiento de uno de los pro-
genitores; familias reconstituidas tras procesos de divorcio), se introdu-
ce una equiparación plena entre las distintas formas de filiación y los
supuestos de acogimiento o tutela.
De este modo, se incluyen nuevos supuestos que pueden dar lugar al
reconocimiento de la condición de familia numerosa, como son las
familias formadas por el padre o la madre separados o divorciados con
tres o más hijos, aunque no exista convivencia, siempre que dependan
económicamente de quien solicite tal reconocimiento, y dos o más
huérfanos de padre y madre sometidos a tutela, acogimiento o guarda,
siempre que no se hallen a expensas de la persona con la que conviven.
En cuanto a las condiciones de la familia numerosa, se introducen
modificaciones en relación con los requisitos de nacionalidad y residen-
cia. Se mantiene el derecho a tener la condición de familia numerosa a
nacionales de Estados miembros de la Unión Europea y del Espacio
Económico Europeo, siempre que al menos uno de los ascendientes
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En el ámbito de la vivienda, la ley prevé una serie de beneficios
específicos para las familias numerosas en cuanto a su acceso a vivien-
das sujetas a regímenes de protección pública, que se articulan con los
sucesivos planes de vivienda que aprueba periódicamente el Gobierno.
En materia fiscal, se prevé la garantía legal de que la Administración
General del Estado, en el ámbito de sus competencias, debe establecer
beneficios a favor de las familias numerosas para compensar las cargas
familiares y favorecer la conciliación de la vida familiar y laboral de los
padres y madres trabajadores.
El título III regula el régimen de obligaciones, infracciones y sancio-
nes. Aunque la potestad sancionadora en esta materia se ejerce por las
comunidades autónomas, debe enmarcarse en la clasificación y tipifica-
ción de las infracciones y sanciones definidas en esta norma, así como en
las normas generales previstas al respecto en la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común. Específicamente, se prevé la posi-
bilidad de imponer como medida provisional la suspensión de efectos del
título de familia numerosa mientras se tramite el expediente sancionador.
En la disposición adicional primera se tratan diversos beneficios en
materia de Seguridad Social y empleo que suponen modificaciones de
normas legales vigentes, incluyendo el incremento del límite de rentas
para tener derecho a las asignaciones económicas por hijo a cargo y la
ampliación del período de reserva del puesto de trabajo y de su consi-
guiente consideración como período de cotización efectiva en supues-
tos de excedencia por cuidado de hijos disfrutados por trabajadores
padres o madres de familia numerosa.
suponen una modificación directa de alguna ley vigente, ya que estos
últimos se encuentran recogidos en la disposición adicional primera.
En este título II se detallan los beneficios sociales, en el ámbito de
las actividades y servicios públicos o de interés general, vivienda y régi-
men fiscal. En materia social, se prevén beneficios por la contratación
de cuidador en familias numerosas cuando ambos ascendientes traba-
jen fuera del hogar ; también se establece la posibilidad de establecer
por negociación colectiva un régimen de preferencias en materia de
derechos de los trabajadores, acción social, movilidad geográfica, modi-
ficación sustancial de las condiciones de trabajo y extinción del contra-
to de trabajo a favor de los trabajadores por cuenta ajena que formen
parte de familias numerosas.
En materia de actividades y servicios públicos o de interés general, se
prevé un régimen de derechos de preferencia en diversos ámbitos, entre
los que cabe citar el acceso a becas y ayudas, la admisión en centros
educativos o a viviendas protegidas. Se establece también un régimen
de exenciones y bonificaciones en tasas y precios en materia de educa-
ción, transporte o acceso a bienes y servicios culturales. Asimismo, en el
área de educación, el subsidio de educación especial e incremento de la
prestación por infortunio familiar del seguro escolar. Se prevé que las
Administraciones públicas adopten las medidas necesarias para que se
conceda un trato favorable a las familias numerosas en servicios de inte-
rés general. Finalmente, por lo que se refiere a estas materias, se prevé
que la Administración General del Estado promueva la responsabilidad
social de las empresas y agentes sociales a fin de que se conceda un
trato favorable a las familias numerosas en el acceso al mercado laboral,
vivienda, crédito y actividades de ocio y culturales.
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En la disposición adicional séptima se establece que los poderes
públicos deberán contemplar medidas específicas para facilitar la
incorporación al mercado de trabajo de los progenitores de familias
numerosas.
Las disposiciones transitorias de esta ley articulan el paso de la
anterior clasificación de las familias numerosas en tres categorías a la
prevista en esta ley en tan sólo dos. Para ello se establecen las corres-
pondientes equivalencias entre las anteriores y las nuevas categorías.
Asimismo, se señala la subsistencia, en tanto no se produzca un desa-
rrollo de las previsiones de esta ley, de los beneficios vigentes al ampa-
ro de la normativa que ahora se deroga, si bien se regula la aplicación
de los beneficios previstos para las anteriores tres categorías a la nueva
clasificación en dos categorías, optando por aplicar a las familias clasi-
ficadas en la categoría general los beneficios previstos para la primera
categoría, mientras que para las incluidas en la categoría especial se
aplicarían los previstos en la categoría de honor.
Queda derogada la Ley 25/1971, de 19 de junio, sobre protección a
las familias numerosas, y el Decreto 3140/1971, de 23 de diciembre,
que la desarrollaba, y el Gobierno deberá dictar las disposiciones que
sean necesarias para la aplicación, desarrollo y ejecución de la ley, para
lo cual se tendrán en cuenta las rentas de las unidades familiares y la
categoría en que éstas se encuentren clasificadas.
Finalmente, se establecen en la disposición final primera los artícu-
los de esta Ley que resultan de aplicación general al amparo del artícu-
lo 149.1.1.a, 7.ª y 17.ª de la Constitución.
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La disposición adicional segunda recoge el carácter de mínimo de
los beneficios previstos en esta ley, su compatibilidad con cualesquiera
otros que pudieran preverse para este colectivo familiar y la posibilidad
de ampliar la acción protectora de esta ley por parte de la
Administración General del Estado, las comunidades autónomas o las
corporaciones locales, en el ámbito de sus respectivas competencias.
La disposición adicional tercera, por su parte, prevé la exención de
cualesquiera tasas y demás derechos de expedición que pudieran ser de
aplicación para obtener la documentación precisa para la expedición o
renovación del título de familia numerosa que sean competencia de la
Administración General del Estado, y posibilidad de su establecimiento
por las comunidades autónomas y corporaciones locales respecto a la
documentación competencia de las mismas.
En la disposición adicional cuarta se reforma la Ley 1/1996, de 10
de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, a los efectos de extender cier-
tos beneficios contemplados en esta ley a personas en quienes concu-
rran determinadas circunstancias familiares.
En la disposición adicional quinta se prevé que las exenciones que
recoge el artículo 12.1.a) de la ley no podrán ser, en ningún caso, infe-
riores a las que existan en el momento de entrada en vigor de la ley.
En la disposición adicional sexta se crea el Observatorio de la
Familia con la finalidad de conocer la situación de las familias y de su
calidad de vida, realizar el seguimiento de las políticas sociales que le
afectan, hacer recomendaciones en relación con las políticas públicas y
efectuar estudios y publicaciones que contribuyan al mejor conocimien-
to de las necesidades de la familia.
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c) El padre o la madre separados o divorciados, con tres o más hijos,
sean o no comunes, aunque estén en distintas unidades familiares,
siempre que se encuentren bajo su dependencia económica, aunque no
vivan en el domicilio conyugal.
En este supuesto, el progenitor que opte por solicitar el reconoci-
miento de la condición de familia numerosa, proponiendo a estos efec-
tos que se tengan en cuenta hijos que no convivan con él, deberá pre-
sentar la resolución judicial en la que se declare su obligación de pres-
tarles alimentos.
En el caso de que no hubiera acuerdo de los padres sobre los hijos
que deban considerarse en la unidad familiar, operará el criterio de con-
vivencia.
d) Dos o más hermanos huérfanos de padre y madre sometidos a
tutela, acogimiento o guarda que convivan con el tutor, acogedor o
guardador, pero no se hallen a sus expensas.
e) Tres o más hermanos huérfanos de padre y madre, mayores de 18
años, o dos, si uno de ellos es discapacitado, que convivan y tengan
una dependencia económica entre ellos.
3. A los efectos de esta ley, se consideran ascendientes al padre, a la
madre o a ambos conjuntamente cuando exista vínculo conyugal y, en
su caso, al cónyuge de uno de ellos.
Se equipara a la condición de ascendiente la persona o personas
que, a falta de los mencionados en el párrafo anterior, tuvieran a su
TÍTULO I
Disposiciones generales
Artículo 1. Objeto y finalidad.
1. Esta ley tiene por objeto establecer la definición, acreditación y
régimen de las familias numerosas, de acuerdo con lo previsto en el
artículo 39 de la Constitución.
2. Los beneficios establecidos al amparo de esta ley tienen como
finalidad primordial contribuir a promover las condiciones para que
la igualdad de los miembros de las familias numerosas sea real y
efectiva en el acceso y disfrute de los bienes económicos, sociales y
culturales.
Artículo 2. Concepto de familia numerosa.
1. A los efectos de esta ley, se entiende por familia numerosa la inte-
grada por uno o dos ascendientes con tres o más hijos, sean o no comunes.
2. Se equiparan a familia numerosa, a los efectos de esta ley, las
familias constituidas por:
a) Uno o dos ascendientes con dos hijos, sean o no comunes, siem-
pre que al menos uno de éstos sea discapacitado o esté incapacitado
para trabajar.
b) Dos ascendientes, cuando ambos fueran discapacitados, o, al
menos, uno de ellos tuviera un grado de discapacidad igual o superior
al 65 por ciento, o estuvieran incapacitados para trabajar, con dos
hijos, sean o no comunes.
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ción u otras causas similares no rompe la convivencia entre padres e
hijos, en los términos que reglamentariamente se determinen.
c) Depender económicamente del ascendiente o ascendientes. Se
considerará que se mantiene la dependencia económica cuando:
1.º El hijo obtenga unos ingresos no superiores, en cómputo anual,
al salario mínimo interprofesional vigente, incluidas las pagas extraordi-
narias.
2.º El hijo esté incapacitado para el trabajo y la cuantía de su pen-
sión, si la percibiese, no exceda, en cómputo anual, al salario mínimo
interprofesional vigente, incluidas las pagas extraordinarias.
3.º El hijo contribuya al sostenimiento de la familia y exista un único
ascendiente, si éste no está en activo, en los casos y condiciones que
reglamentariamente se determinen.
4.º El hijo contribuya al sostenimiento de la familia y el padre y/o la
madre estén incapacitados para el trabajo, jubilados o sean mayores de
65 años de edad, siempre que los ingresos de éstos no sean superiores
en cómputo anual, al salario mínimo interprofesional vigente, incluidas
las pagas extraordinarias.
2. Los miembros de la unidad familiar deberán ser españoles o
nacionales de un Estado miembro de la Unión Europea o de alguno de
los restantes Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico
Europeo y tener su residencia en territorio español, o, si tienen su resi-
dencia en otro Estado miembro de la Unión Europea o que sea parte del
cargo la tutela o acogimiento familiar permanente o preadoptivo de los
hijos, siempre que éstos convivan con ella o ellas y a sus expensas.
4. Tendrán la misma consideración que los hijos las personas some-
tidas a tutela o acogimiento familiar permanente o preadoptivo legal-
mente constituido.
5. A los efectos de esta ley, se entenderá por discapacitado aquel
que tenga reconocido un grado de minusvalía igual o superior al 33 por
ciento y por incapaz para trabajar aquella persona que tenga reducida
su capacidad de trabajo en un grado equivalente al de la incapacidad
permanente absoluta o gran invalidez.
Artículo 3. Condiciones de la familia numerosa.
1. Para que se reconozca y mantenga el derecho a ostentar la condi-
ción de familia numerosa, los hijos o hermanos deberán reunir las
siguientes condiciones:
a) Ser solteros y menores de 21 años de edad, o ser discapacitados o
estar incapacitados para trabajar, cualquiera que fuese su edad.
Tal límite de edad se ampliará hasta los 25 años de edad, cuando
cursen estudios que se consideren adecuados a su edad y titulación o
encaminados a la obtención de un puesto de trabajo.
b) Convivir con el ascendiente o ascendientes, sin perjuicio de lo
previsto en el artículo 2.2.c) para el supuesto de separación de los
ascendientes. Se entenderá en todo caso que la separación transitoria
motivada por razón de estudios, trabajo, tratamiento médico, rehabilita-
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2. No obstante, las unidades familiares con cuatro hijos se clasifica-
rán en la categoría especial cuando sus ingresos anuales de las mismas,
divididos por el número de miembros que las componen, no superen en
cómputo anual el 75 por ciento del salario mínimo interprofesional
vigente, incluidas las pagas extraordinarias.
3. Cada hijo discapacitado o incapacitado para trabajar, en los térmi-
nos definidos en el apartado 5 del artículo 2, computará como dos para
determinar la categoría en que se clasifica la unidad familiar de la que
forma parte.
Artículo 5. Reconocimiento de la condición de familia numerosa.
1. La condición de familia numerosa se acreditará mediante el título
oficial establecido al efecto, que será otorgado cuando concurran los
requisitos establecidos en esta ley, a petición de cualquiera de los
ascendientes, tutor, acogedor, guardador, u otro miembro de la unidad
familiar con capacidad legal.
2. Corresponde a la comunidad autónoma de residencia del solicitan-
te la competencia para el reconocimiento de la condición de familia
numerosa, así como para la expedición y renovación del título que acre-
dita dicha condición y categoría. A los efectos de esta ley, este título ten-
drá validez en todo el territorio nacional sin necesidad de acto alguno de
reconocimiento. El contenido mínimo e indispensable para asegurar su
eficacia se determinará en el desarrollo reglamentario de esta ley.
Para los casos de los nacionales de Estados miembro de la Unión
Europea o de los restantes que sean parte en el Acuerdo sobre el
Espacio Económico Europeo, que no tengan su residencia en territorio
Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo que, al menos, uno de los
ascendientes de la unidad familiar ejerza una actividad por cuenta
ajena o por cuenta propia en España.
Los miembros de la unidad familiar, nacionales de otros países, ten-
drán, a los efectos de esta ley, derecho al reconocimiento de la condi-
ción de familia numerosa en igualdad de condiciones que los españo-
les, siempre que sean residentes en España todos los miembros que
den derecho a los beneficios a que se refiere esta ley, en los términos
establecidos en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre dere-
chos y libertades de los extranjeros en España y su integración social,
reformada por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, y su nor-
mativa de desarrollo.
3. Nadie podrá ser computado, a los efectos de esta ley, en dos uni-
dades familiares al mismo tiempo.
Artículo 4. Categorías de familia numerosa.
1. Las familias numerosas, por razón del número de hijos que reú-
nan las condiciones de los artículos 2 y 3 de esta ley, se clasificarán en
alguna de las siguientes categorías:
a) Especial: las de cinco o más hijos y las de cuatro hijos de los cua-
les al menos tres procedan de parto, adopción o acogimiento perma-
nente o preadoptivo múltiples.
b) General: las restantes unidades familiares.
124 125
IV. LEY 40/2003, de 18 de noviembre, 
de Protección a las Familias Numerosas. Nueva legislación sobre discapacidad en España
Libro CERMI_9_Ok  2/2/04  11:04  Página 124
TÍTULO II
Acción protectora
CAPÍTULO I
Beneficios sociales
Artículo 9. Beneficio por la contratación de cuidadores en familias
numerosas.
La contratación de cuidadores en familias numerosas dará derecho a
una bonificación del 45 por ciento de las cuotas a la Seguridad Social a
cargo del empleador en las condiciones que legal o reglamentariamente
se establezcan, siempre que los dos ascendientes o el ascendiente, en
caso de familia monoparental, definidos en los términos previstos en el
apartado 3 del artículo 2, ejerzan una actividad profesional por cuenta
ajena o propia fuera del hogar o estén incapacitados para trabajar.
Cuando la familia numerosa ostente la categoría de especial, para la
aplicación de este beneficio no será necesario que los dos progenitores
desarrollen cualquier actividad retribuida fuera del hogar.
En cualquier caso, el beneficio indicado en el primer párrafo de este
artículo sólo será aplicable por la contratación de un único cuidador por
cada unidad familiar que tenga reconocida oficialmente la condición de
familia numerosa.
Artículo 10. Conservación de situaciones laborales.
1. Los convenios colectivos podrán incluir medidas para la protec-
ción de los trabajadores cuya familia tenga la consideración legal de
familia numerosa, en particular en materia de derechos de los trabaja-
dores, acción social, movilidad geográfica, modificaciones sustanciales
de las condiciones de trabajo y extinción del contrato de trabajo.
español, será competente la comunidad autónoma en la que el solici-
tante ejerza su actividad por cuenta ajena o por cuenta propia.
Artículo 6. Renovación, modificación o pérdida del título.
El título de familia numerosa deberá renovarse o dejarse sin efecto
cuando varíe el número de miembros de la unidad familiar o las condi-
ciones que dieron motivo a la expedición del título y ello suponga un
cambio de categoría o la pérdida de la condición de familia numerosa.
Artículo 7. Fecha de efectos.
1. Los beneficios concedidos a las familias numerosas surtirán efec-
tos desde la fecha de la presentación de la solicitud de reconocimiento
o renovación del título oficial.
2. El título que reconozca la condición de familia numerosa manten-
drá sus efectos durante todo el período a que se refiere la concesión o
renovación, o hasta el momento en que proceda modificar la categoría en
que se encuentre clasificada la unidad familiar o dejen de concurrir las
condiciones exigidas para tener la consideración de familia numerosa.
Artículo 8. Recursos.
Las resoluciones administrativas relativas al reconocimiento de la
condición de familia numerosa y de renovación, modificación, caduci-
dad o revocación del correspondiente título serán recurribles ante la
jurisdicción contencioso-administrativa una vez agotada la vía adminis-
trativa.
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Artículo 12. Exenciones y bonificaciones en tasas y precios.
1. Las Administraciones públicas competentes establecerán un régi-
men de exenciones y bonificaciones para los miembros de las familias
numerosas que tengan reconocida tal condición, en relación con las
tasas y precios por la prestación de servicios o la realización de activi-
dades de su competencia en los siguientes ámbitos:
a) Los transportes públicos, urbanos e interurbanos, sin perjuicio de
lo establecido en el artículo 20 de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de
Ordenación de los Transportes Terrestres.
b) El acceso a los bienes y servicios sociales, culturales, deportivos y
de ocio.
c) El acceso a las pruebas de selección para el ingreso en la función
pública.
2. En el ámbito de la educación se establecen los siguientes beneficios:
a) En todos los regímenes, niveles y ciclos tendrá lugar una exención
del 100 por ciento a los miembros de las familias numerosas clasifica-
das en la categoría especial y una bonificación del 50 por ciento para
los de categoría general de las tasas o precios públicos que se apliquen
a los derechos de matriculación y examen, por expedición de títulos y
diplomas académicos, docentes y profesionales, y cualesquiera otras
tasas o precios públicos establecidos en el citado ámbito.
b) Se otorgará un subsidio a las familias numerosas que tengan en
su seno a hijos discapacitados o incapacitados para trabajar que pre-
senten necesidades educativas especiales asociadas a la discapacidad.
2. Para los trabajadores que formen parte de unidades familiares
que tengan reconocida la condición de familia numerosa, se duplicarán
los plazos señalados legalmente para desalojar la vivienda que ocupen
por razón de trabajo cuando quede extinguida la relación laboral.
3. Los beneficios obtenidos de acuerdo con lo establecido en los dos
apartados anteriores se entenderán sin perjuicio de las demás preferencias
establecidas por la legislación que se encuentre en vigor en cada momento.
CAPÍTULO II
Beneficios en materia de actividades y servicios públicos o de inte-
rés general
Artículo 11. Derechos de preferencia.
Los miembros de las familias numerosas tendrán trato preferente, de
acuerdo con lo que se determine por la Administración competente en
la normativa aplicable, en los siguientes ámbitos:
a) La concesión de becas y ayudas en materia educativa, así como
para la adquisición de libros y demás material didáctico.
b) La puntuación en el régimen de admisión de alumnos en centros
de educación preescolar y centros docentes sostenidos con fondos
públicos.
c) El acceso a las viviendas protegidas, sin perjuicio de los benefi-
cios más específicos establecidos en el capítulo III de este título.
d) El acceso a albergues, centros cívicos y demás locales y espacios
o actividades de ocio que dependan de la Administración.
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CAPÍTULO III
Acción protectora en materia de vivienda
Artículo 15. Beneficios generales.
1. La Administración General del Estado, en el ámbito de sus com-
petencias, deberá garantizar a las familias numerosas beneficios en
relación con el acceso a la vivienda habitual en las siguientes materias:
a) Incremento del límite de ingresos computables para el acceso a
viviendas protegidas.
b) Acceso preferente a préstamos cualificados concedidos por enti-
dades de crédito públicas o privadas concertadas para la promoción y
adquisición de viviendas sujetas al régimen de actuaciones protegibles.
c) Establecimiento de condiciones especiales a la subsidiación de
préstamos cualificados, otorgamiento de subvenciones y demás ayudas
económicas directas de carácter especial previstas para la promoción y
adquisición de viviendas sujetas al régimen de actuaciones protegibles.
d) Adjudicación de viviendas protegidas, estableciendo una superior
puntuación en los baremos aplicables o, en su caso, un cupo reservado
de viviendas en las promociones públicas.
e) Facilitar el cambio a otra vivienda protegida de mayor superficie
cuando se produzca una ampliación del número de miembros de la
familia numerosa.
f) Facilitar la adaptación de la actual vivienda o el cambio a otra
vivienda protegida que cumpla las condiciones de accesibilidad ade-
c) Cuando el beneficiario de una prestación por infortunio familiar,
concedida por el seguro escolar, sea miembro de una familia numerosa, la
cuantía de dicha prestación se incrementará en un 20 por ciento para las
de categoría general y en un 50 por ciento para las de categoría especial.
3. Para establecer la cuantía de los beneficios, se tendrá en cuenta
el carácter esencial y las características de cada servicio, así como las
categorías de familia numerosa establecidas en el artículo 4.
Artículo 13. Servicios de interés general.
La Administración General del Estado adoptará las medidas necesa-
rias para que las entidades, empresas y establecimientos que presten
servicios o realicen actividades de interés general sujetos a obligaciones
propias del servicio público concedan un trato más favorable para los
miembros de las familias numerosas que tengan reconocida tal condi-
ción en las contraprestaciones que deban satisfacer.
Artículo 14. Acción protectora concertada.
La Administración General del Estado fomentará la responsabilidad
social de las empresas y de los agentes económicos y sociales, a fin de
establecer un tratamiento especial, basado en el principio de volunta-
riedad, que facilite y priorice el acceso al mercado laboral, a la vivien-
da, al crédito y a los bienes y servicios culturales, incluyendo las activi-
dades deportivas y de ocio, de los miembros de las familias numerosas
que tengan reconocida tal condición.
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comunicar a la Administración competente, en el plazo máximo de tres
meses, cualquier variación que se produzca en su familia, siempre que
éstas deban ser tenidas en cuenta a efectos de la modificación o extin-
ción del derecho a tal título.
2. Asimismo, están obligadas a presentar, dentro del primer trimestre
de cada año, una declaración expresiva de los ingresos de la unidad fami-
liar habidos durante el año anterior, excepto cuando ya obren en poder de
la Administración, siempre que éstos se hayan tenido en cuenta para la
consideración de la familia como numerosa, para su clasificación en la
categoría especial o para acreditar el requisito de dependencia económica.
Artículo 18. Régimen sancionador.
1. Este régimen sancionador tiene por objeto garantizar la observan-
cia de los requisitos, condiciones y obligaciones que deben cumplir los
beneficiarios que formen parte de unidades familiares que tengan reco-
nocida la condición de familia numerosa.
2. Constituyen infracciones administrativas las conductas y los hechos
tipificados en el apartado siguiente cuando en ellas intervenga dolo, culpa
o simple negligencia. A estos efectos, se considera responsable a cualquie-
ra de los miembros que integre la familia numerosa que realice alguna de
las conductas o de los hechos constitutivos de infracción administrativa.
3. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.
a) Son infracciones leves:
1.ª La no comunicación a la Administración competente, en el plazo
máximo de tres meses, de cualquier variación que se produzca
cuadas a la discapacidad sobrevenida que afecte a un miembro de una
familia numerosa cuando la actual no las reúna.
2. Podrá establecerse una superficie útil superior a la máxima prevista para
las viviendas sujetas a regímenes de protección pública cuando sean destina-
das para su uso como domicilio habitual y permanente de familias numerosas,
de acuerdo con su composición y sus necesidades. Reglamentariamente se
establecerá la gradación, en términos de proporción máxima superable, de
acuerdo con la composición y necesidades de las familias.
Cuando la composición o la superficie de la vivienda protegida resul-
te insuficiente, se podrá adjudicar a una sola familia numerosa, dentro
de los límites de superficie que en cada caso proceda, dos o más vivien-
das que horizontal o verticalmente puedan constituir una sola unidad.
CAPÍTULO IV
Acción protectora en materia tributaria
Artículo 16. Beneficios generales.
La Administración General del Estado, en el ámbito de sus compe-
tencias, deberá garantizar a las familias numerosas beneficios fiscales
para compensar a las rentas familiares en función de las cargas que
soportan y favorecer la conciliación de la vida familiar y laboral de los
padres y madres trabajadores.
TÍTULO III
Régimen de obligaciones, infracciones y sanciones
Artículo 17. Obligaciones de los titulares de familia numerosa.
1. Las personas que formen parte de unidades familiares a las que
se haya reconocido el título de familia numerosa están obligadas a
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a) Por infracciones leves:
1.ª Amonestación individual por escrito.
2.ª Suspensión de cualquiera de los derechos atribuidos a los bene-
ficiarios del título de familia numerosa por un tiempo no supe-
rior a un mes.
b) Por infracciones graves:
1.ª Suspensión de todos los derechos atribuidos a los beneficiarios
del título de familia numerosa por un tiempo superior a un mes y
no superior a seis meses.
2.ª Suspensión de alguno de los derechos atribuidos a los beneficia-
rios del título de familia numerosa por un tiempo superior a seis
meses e inferior a dos años.
c) Por infracciones muy graves:
1.ª Suspensión de todos los derechos atribuidos a los beneficiarios
del título de familia numerosa por un período de seis meses a
dos años.
2.ª Pérdida de la condición de beneficiario.
5. En consideración a la gravedad de la infracción, podrá adoptarse
como medida provisional, mientras se tramita el procedimiento sancio-
nador, la suspensión de los efectos del reconocimiento de la condición
de familia numerosa, de acuerdo con los principios y garantías estable-
cidas en la normativa reguladora del procedimiento para el ejercicio de
la potestad sancionadora.
en la familia que deba ser tenida en cuenta a efectos de la
modificación o extinción del derecho al título.
2.ª La no presentación ante la Administración competente, durante
el primer trimestre de cada año, de la declaración de los ingre-
sos obtenidos durante el año anterior por la unidad familiar, en
los términos previstos en el artículo 17.2 de esta ley.
3.ª La negativa a exhibir el título cuando exista obligación de hacerlo.
b) Son infracciones graves:
1.ª La comisión de tres infracciones leves cuando haya recaído san-
ción.
2.ª La ocultación o falsedad de alguno de los requisitos o condicio-
nes exigidos por la ley para obtener o mantener la condición de
familia numerosa.
3.ª La falsificación del título oficial de familia numerosa.
4.ª La cesión del título a personas ajenas no amparadas por éste.
5.ª La posesión o uso indebido o abusivo del título oficial de familia
numerosa o de título de categoría superior a la que en cada caso
corresponda.
c) Constituirá infracción muy grave la comisión de dos o más infrac-
ciones graves cuando haya recaído sanción.
4. Sin perjuicio de las demás responsabilidades a que hubiere lugar,
las sanciones que se podrán imponer a las personas que incurran en
alguna de las infracciones mencionadas en el anterior apartado son las
siguientes:
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Los límites máximos de ingresos anuales establecidos en los párrafos
anteriores se actualizarán anualmente en la Ley de Presupuestos
Generales del Estado, respecto a la cuantía del año anterior, al menos,
en el mismo porcentaje que en dicha ley se establezca como incremen-
to general de las pensiones contributivas de la Seguridad Social."
Dos. Ampliación del período considerado como de cotización efecti-
va en supuestos de excedencia por cuidado de hijos.
Se añade un segundo párrafo al artículo 180.b) del texto refundido
de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, en los siguientes términos:
"El período considerado como de cotización efectiva a que se refiere
el párrafo anterior tendrá una duración de 15 meses, si la unidad fami-
liar de la que forma parte el menor, en razón de cuyo cuidado se solici-
ta la excedencia, tiene la consideración de familia numerosa de catego-
ría general, o de 18 meses, si tiene la de categoría especial."
Tres. Ampliación del período de reserva del puesto en los supuestos
de excedencia por cuidado de hijos.
Se añade un nuevo párrafo sexto al apartado 3 del artículo 46 del
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado
por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el
siguiente texto:
"No obstante, cuando el trabajador forme parte de una familia que
tenga reconocida oficialmente la condición de familia numerosa, la
reserva de su puesto de trabajo se extenderá hasta un máximo de 15
Artículo 19. Desarrollo del régimen sancionador.
Las comunidades autónomas desarrollarán el régimen sancionador pre-
visto en el artículo anterior y lo aplicarán conforme a lo que establezcan
sus propias normas, de acuerdo con lo establecido en relación con la
potestad sancionadora, en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y las normas reglamentarias que lo desarrollan.
Disposición adicional primera. Beneficios en materia de Seguridad
Social y empleo.
Uno. Incremento del límite de recursos económicos para tener dere-
cho a las asignaciones económicas por hijo a cargo.
Se da nueva redacción al párrafo a) del artículo 181 del texto refun-
dido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, en los siguientes términos:
"a) Las personas integradas en el Régimen General que, reuniendo la
condición exigida en el apartado 1 del artículo 124, no perciban ingre-
sos anuales, de cualquier naturaleza, superiores a 8.264,28 euros. La
cuantía anterior se incrementará en un 15 por ciento por cada hijo a
cargo, a partir del segundo, éste incluido.
No obstante, si se trata de personas que forman parte de familias nume-
rosas de acuerdo con lo establecido en la Ley de Protección a las Familias
Numerosas también tendrán derecho a la indicada asignación económica
por hijo a cargo si sus ingresos anuales no son superiores a 14.200 euros,
en los supuestos en que concurran tres hijos a cargo, incrementándose en
2.300 euros por cada hijo a cargo a partir del cuarto, ése incluido.
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Disposición adicional tercera. Exención de tasas.
Los documentos que sean necesarios para el reconocimiento o reno-
vación del título de familia numerosa, que deban expedir las oficinas y
registros públicos de la Administración General del Estado, estarán
exentos de tasas y demás derechos de expedición.
Las comunidades autónomas y las Administraciones locales podrán
establecer, en el ámbito de sus respectivas competencias, las exencio-
nes a que se refiere el párrafo anterior con relación a los documentos
expedidos por ellas.
Disposición adicional cuarta. Reforma de la Ley 1/1996, de 10 de
enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.
Se modifica el artículo 5 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de
Asistencia Jurídica Gratuita, que quedará redactado de la siguiente forma:
"Artículo 5.
En atención a las circunstancias de familia del solicitante, número de
hijos o familiares a su cargo, estado de salud, obligaciones económicas
que sobre él pesen, costes derivados de la iniciación del proceso u otras
de análoga naturaleza, objetivamente evaluadas, y, en todo caso, cuando
el solicitante ostente la condición de ascendiente de una familia numero-
sa de categoría especial, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita ante
la que se presente la solicitud podrá conceder excepcionalmente,
mediante resolución motivada, el reconocimiento del derecho a las perso-
nas cuyos recursos e ingresos, aun superando los límites previstos en el
artículo 3, no excedan del cuádruplo del salario mínimo interprofesional.
meses cuando se trate de una familia numerosa de categoría general, y
hasta un máximo de 18 meses si se trata de categoría especial."
Cuatro. Se añade un nuevo párrafo al artículo 29, apartado 4, de la
Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la
Función Pública, con la siguiente redacción:
"En el caso de la excedencia prevista en el párrafo 1 del presente
título, el derecho a la reserva del puesto de trabajo durante el primer
año a que se refiere el párrafo anterior se extenderá hasta un máximo de
15 meses, cuando se trate de miembros de unidades familiares que
tengan reconocida la condición de familia numerosa de categoría gene-
ral, y hasta un máximo de 18 meses, si tienen la condición de familia
numerosa de categoría especial."
Disposición adicional segunda. Ampliación de beneficios.
1. Los beneficios establecidos al amparo de esta ley para las unida-
des familiares que tengan reconocida la condición de familia numerosa
tienen la naturaleza de mínimos y serán compatibles o acumulables con
cualesquiera otros que, por cualquier causa, disfruten los miembros de
éstas.
2. El Estado, las comunidades autónomas y las Administraciones
locales, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán ampliar
la acción protectora de esta ley para contribuir a la mayor efectividad
del principio establecido en el artículo 39 de la Constitución.
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necesarios para la comprobación de ingresos económicos de la unidad
familiar por parte del órgano gestor.
Disposición transitoria primera. Clasificación de las familias numerosas.
A partir de la entrada en vigor de esta ley, las familias numerosas
que tengan reconocido un título de acuerdo con la Ley 25/1971, de 19
de junio, quedarán automáticamente clasificadas en las siguientes
categorías:
a) Las clasificadas en la primera categoría que tengan menos de
cinco hijos quedarán incluidas en la categoría general.
b) Las clasificadas en la primera categoría que tengan cinco o seis
hijos, así como las que tengan cuatro hijos en los supuestos referidos
en los apartados 1, párrafo a) y 2 del artículo 4 de esta ley, quedarán
incluidas en la categoría especial.
c) Las clasificadas en la segunda categoría y en la categoría de honor
quedarán igualmente incluidas en la categoría especial.
Disposición transitoria segunda. Mantenimiento de los beneficios
previstos por la Ley 25/1971, de 19 de junio, de Protección a las
Familias Numerosas.
1. Hasta tanto queden desarrollados los beneficios previstos en esta
ley, en cada ámbito territorial y competencial, continuarán siendo de
aplicación los previstos en la Ley 25/1971, de 19 de junio, de
Protección a las Familias Numerosas, y demás normas reglamentarias
hasta ahora vigentes al respecto.
En tales casos, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspon-
diente determinará expresamente qué beneficios de los contemplados en
el artículo 6, y en qué proporción, son de aplicación al solicitante."
Disposición adicional quinta. Exenciones y bonificaciones.
Las exenciones y bonificaciones previstas en el párrafo a) del artícu-
lo 12.1 en ningún caso podrán ser inferiores a las establecidas para las
familias numerosas en el momento de entrada en vigor de esta ley.
Disposición adicional sexta. Observatorio de la Familia.
Se creará el Observatorio de la Familia, que quedará integrado en el
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, con la finalidad de conocer la
situación de las familias y de su calidad de vida, realizar el seguimiento
de las políticas sociales que le afectan, hacer recomendaciones en rela-
ción con las políticas públicas y efectuar estudios y publicaciones que
contribuyan al mejor conocimiento de las necesidades de la familia.
Disposición adicional séptima. Progenitores de familias numerosas.
Los poderes públicos facilitarán la incorporación al mercado de tra-
bajo de los progenitores de familias numerosas.
Disposición adicional octava. Cesión de datos personales en los
supuestos de comprobación de ingresos de la unidad familiar.
Se entenderá que la solicitud de condición de familia numerosa con-
lleva el consentimiento para la cesión de datos de carácter personal
140 141
IV. LEY 40/2003, de 18 de noviembre, 
de Protección a las Familias Numerosas. Nueva legislación sobre discapacidad en España
Libro CERMI_9_Ok  2/2/04  11:05  Página 140
inclusive, que resultan sólo de aplicación directa en el ámbito de la
Administración General del Estado.
Disposición final segunda. Desarrollo reglamentario.
Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean nece-
sarias para la aplicación, desarrollo y ejecución de esta ley, teniendo en
cuenta, a efectos de los beneficios otorgados a las familias numerosas,
las categorías en que éstas se encuentren clasificadas de acuerdo con
lo previsto en el artículo 4 y las rentas de las unidades familiares en
relación con el número de miembros de éstas.
Por tanto, Mando a todos los españoles, particulares y autoridades,
que guarden y hagan guardar esta ley.
Madrid, 18 de noviembre de 2003.
JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno, 
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ 
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2. En aquellos supuestos en que los beneficios previstos al amparo
de la legislación anterior sean diferentes según la categoría de que se
trate, a partir de la entrada en vigor de esta ley:
a) A las familias que quedan clasificadas en la categoría general les
serán de aplicación los beneficios previstos para la primera categoría.
b) A las familias que quedan clasificadas en la categoría especial se
les aplicarán los beneficios previstos para la categoría de honor.
3. Las familias que hayan ostentado la categoría de honor de acuer-
do con lo previsto en la Ley 25/1971, de 19 de junio, conservarán el
derecho a los beneficios previstos para la categoría especial, aunque el
número de hijos computables sea inferior al que esta ley requiere para
ser calificada como familia numerosa.
Disposición derogatoria única. Derogación normativa.
Sin perjuicio de lo establecido en la disposición transitoria segunda,
queda derogada la Ley 25/1971, de 19 de junio, sobre protección a las
familias numerosas, y el Decreto 3140/1971, de 23 de diciembre, que
la desarrollaba, así como las demás normas legales o reglamentarias
que se opongan o sean incompatibles con lo establecido en esta ley.
Disposición final primera. Habilitación competencial.
Esta ley, que, de acuerdo con lo previsto en los artículos 39 y 53 de
la Constitución, define las condiciones básicas para garantizar la pro-
tección social, jurídica y económica de las familias numerosas, resulta
de aplicación general al amparo del artículo 149.1.1.a, 7.ª y 17.ª de la
Constitución. Se exceptúan de lo anterior los artículos 11 a 16, ambos
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• Los patrimonios que se creen acogiéndose a esta Ley deberán ate-
nerse a lo establecido en la misma respecto de la administración, ges-
tión, fiscalización y rendición de cuentas. Se da una amplia libertad a
la persona que constituye el patrimonio, pero se establecen asimismo
mecanismos de control con una intervención considerable del
Ministerio Fiscal y de la Hacienda Pública. 
• Según la nueva Ley, podrán realizar aportaciones a estos patrimo-
nios las personas con discapacidad, sus familias e incluso las empresas
siendo esto último una novedad significativa. 
• Junto a la regulación del patrimonio protegido y con el fin de favorecer
patrimonialmente a las personas con discapacidad, se modifica el sistema
de legítimas del Derecho Civil común, confiriendo a los padres la posibilidad
de alterar las legítimas para beneficiar al hijo/a con discapacidad que esté
incapacitado/a judicialmente. Asimismo, se introduce una causa de deshe-
redación en caso de ausencia de testamento cuando los llamados a heredar
no han atendido convenientemente a la persona con discapacidad.
• Otras novedades de naturaleza jurídico-civil son la regulación de
la autotutela, sin precedentes en nuestro Derecho común, para que la
propia persona que cree que en algún momento de su vida puede llegar
a estar incapacitado, establezca su propio régimen de tutela. También
se regula el contrato de alimentos entre parientes y se da un trato prefe-
rente a las personas con discapacidad  respecto del derecho de habita-
ción en el caso de herencias.
• La viabilidad práctica de una iniciativa legal de estas característi-
cas depende del tratamiento fiscal que se le dé, pues sólo si hay gene-
Las aspiraciones de sector social de la discapacidad de que el Año
Europeo de las Personas con Discapacidad 2003 sirviera para actuali-
zar el marco normativo de la discapacidad comienzan a materializarse.
Los primeros resultados de este proceso de modernización legislativa
son la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, de protección patrimonial de
las personas con discapacidad… (BOE 19 de noviembre de 2003), y la
Ley de Igualdad de Oportunidades…, que se espera sea aprobada esta
misma semana (SE APROBÓ EL JUEVES DÍA 27 DE NOVIEMBRE DE
2003) e inmediatamente después publicada en el BOE. 
1º Ley de Protección Patrimonial…
• Esta iniciativa legislativa trata de responder a una petición anti-
gua e insistente del sector de la discapacidad que venía entendido
como necesario la existencia de fórmulas jurídico-patrimoniales desti-
nadas a atender las necesidades económicas de las personas con disca-
pacidad severa. 
• El objeto esencial de la Ley es regular un patrimonio autónomo
con personalidad jurídica separada y con un tratamiento fiscal "pri-
vilegiado", que anime a las familias de personas con discapacidad
severa y, en su caso, a éstas mismas, a destinar ahorros para las
necesidades futuras de personas con discapacidad. Esta fórmula
jurídico-patrimonial no existía en España y tampoco hay ejemplos
en Europa similares. 
• Se crea específicamente para personas con discapacidad severa
(discapacitados intelectuales de cualquier grado y físicos y sensoriales
con grado de minusvalía igual o superior al 65%).
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demandando. Cualquier modalidad privada tiene por naturaleza un
alcance limitado en cuanto a la población beneficiaria, pues muchas
familias y personas con discapacidad no gozan de capacidad de renta
suficiente como para hacer uso de mecanismos ligados al ahorro. 
• La protección económica de las personas con discapacidad –y ésa
es una aspiración irrenunciable- debe constituir un derecho subjetivo
garantizado por los poderes públicos. 
2º Ley de Igualdad de Oportunidades…
• La aprobación de una Ley de estas características responde a una
demanda firme del sector de la discapacidad, que venía reclamando
una renovación del marco normativo regulador de la discapacidad en
España, que en veinte años (desde la aprobación de la LISMI, que
desarrollaba el art. 49 de la Constitución) no había sufrido un cambio
sustancial.
• El sector de la discapacidad se fijó como horizonte temporal de la
aprobación de esta Ley el año 2003, declarado por la Unión Europea
Año Europeo de las Personas con Discapacidad. Era una de nuestras
principales reivindicaciones, para tratar de evitar que el Año Europeo
quedara en una mera ocasión de celebraciones, y sirviera, gracias a la
renovación del marco normativo general que supone la Ley, como punto
de inflexión de las políticas públicas de la discapacidad. 
• La nueva Ley actualiza e introduce en nuestro Derecho nuevas
dimensiones en relación con la política de la discapacidad como son: la
garantía jurídica de la igualdad de oportunidades, la no discriminación
rosidad por parte de la Hacienda Pública se fomentará el ahorro y se
animará a las familias y empresas a crear estos patrimonios o a hacer
aportaciones a los mismos. 
• La Ley establece un régimen fiscal muy similar al que ya existe
para los planes de pensiones de personas con discapacidad, modelo
que el CERMI no considera, y así lo ha expresado en numerosas ocasio-
nes, como el más apropiado, ya que son realidades y fórmulas de previ-
sión muy distintas. El CERMI, a lo largo de la tramitación parlamenta-
ria, ha propugnado un modelo de exención fiscal de entrada y salida de
flujos a estos patrimonios y en caso de extinción del patrimonio la
reversión a los aportantes, que finalmente el Legislador no ha asumido.
• La valoración del sector respecto de la nueva Ley es que puede ser
una fórmula interesante para estimular la constitución de patrimonios
en favor de personas con discapacidad, aunque en aspectos puramente
civiles podría haber ido más lejos en favor de la autonomía de la perso-
na con discapacidad, pero que para el fin de protección patrimonial y
económica no ha establecido un régimen fiscal lo suficientemente
incentivador, por lo que sus efectos reales están por ver. Sin duda,
deberá ser mejorada en esos y otros aspectos y es una tarea que se
incluye ya en la agenda de asuntos pendientes del sector para los próxi-
mos meses.
• Al margen de la oportunidad y valoración de la nueva norma legal,
como consideración general y principio en el campo de la protección
económica, hay que dejar sentado que para el movimiento social de la
discapacidad las fórmulas de ahorro privadas son sólo una vía comple-
mentaria en el sistema de protección social integral que venimos
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• No obstante, la nueva Ley, pese a sus limitaciones e inconcrecio-
nes, que las tiene, y a su abuso del desarrollo normativo y reglamentario
(deja muchas cuestiones pendientes de regulación ulterior), puede ser
útil en el proceso de llevar la discapacidad al campo de los derechos
humanos, donde siempre hubo de estar.
• La Ley, gráficamente expresado, es una “caja de herramientas”
que bien “usadas” en manos de un movimiento asociativo activo, sólido
y pujante puede contribuir a avanzar en la plena equiparación de las
personas con discapacidad. 
• La plena igualdad de las personas con discapacidad es un proceso
de largo alcance, que no se conseguirá de la noche a la mañana, pero
con aportaciones como las que representa esta Ley se comienza una
senda que ha de ser irreversible. Estamos dando pasos en la buena
dirección, aunque nosotros hubiéramos deseado que el ritmo fuese más
intenso. 
• Ahora, una vez aprobada la Ley, debemos centrarnos en completar
los desarrollos pendientes, pues la Ley, como ya se ha dicho, remite a
muchas normas de aplicación y ejecución.
• Desde el CERMI, vamos a vigilar los plazos y vamos a ser exigen-
tes con su cumplimiento, formulando las propuestas que a juicio del
sector deben completar el radio de acción de la Ley que debemos lograr
que tenga el máximo alcance.  
27 de noviembre, 2003.
y la accesibilidad universal, inspirado en orientaciones internacionales
tanto de la Unión Europea como de las Naciones Unidas. Se trata de
pasar de un sistema que declara derechos a uno que los declara y los
protege, dotando a las personas con discapacidad y a sus organizacio-
nes de instrumentos efectivos para la tutela de sus derechos y liberta-
des básicos.
• Las aspiraciones del sector de la discapacidad respecto de la
nueva Ley eran muy ambiciosas, pues los problemas que aquejan a este
grupo de población son muchos y muy agudos.  Desde ese punto de vista
maximalista, la Ley no colma, no puede colmar las legítimas demandas
de este movimiento social. Hay muchas diferencias entre la propuesta
de Ley que planteó el CERMI y la que finalmente ha resultado. 
• Unos de los déficits del proceso seguido para la aprobación de la
Ley es que no ha contado con el consenso parlamentario y político con
el que nació la LISMI. Se trata de una deficiencia, que con voluntad y
ambición políticas por parte de todos los llamados a intervenir hubiera
podido subsanarse.
• Cualquier juicio sobre los contenidos y alcance de la nueva Ley
debe venir matizado por el contexto general de la misma y por las posi-
bilidades efectivas de probar una nueva Norma en un marco institucio-
nal y una configuración territorial y reparto de competencias que limita
el margen de maniobra a la hora de legislar. 
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